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LOS IMPACTOS DE
LA MULTINACIONAL

ELÉCTRICA EN COLOMBIA

¿Cómo opera la empresa Unión Fenosa en la Costa Atlántica, donde 
el 70% de la población vive bajo el umbral de la pobreza? ¿Cómo man-
tiene la multinacional española una empresa que llama Energía 
Social? ¿Es Unión Fenosa “una pequeña ayuda para un mundo casi 
perfecto”, como dice en su publicidad?

Vamos a situar a Unión Fenosa bajo el foco, vamos a darle la vuelta a 
la realidad del servicio eléctrico en la Costa Atlántica y parte del Sur 
occidente de Colombia, donde esta compañía multinacional desarrolla 
sus actividades. Si Unión Fenosa mira a la población desde la altura 
que le proporciona el control de un servicio básico para las personas, 
entonces es necesario bajarla de ese pedestal en el que se ha acomoda-
do, hasta ponerla a una altura donde la ciudadanía pueda ver todas sus 
caras. Por eso, en este cuaderno queremos mostrar la realidad de esta 
empresa más allá de su imagen publicitaria, para lo cual describiremos 
cómo se presenta ante los trabajadores y trabajadoras, ante los barrios 
de desplazados, ante la población que vive en la zona rural, ante las 
comunidades afrodescendientes, indígenas y campesinas, ante las 
organizaciones y redes en defensa del usuario o ante los líderes sociales 
y sindicales. 

Porque las actividades de esta compañía han contribuido a la pérdida 
de los derechos laborales, ambientales, económicos, sociales y cultura-
les de una mayoría en beneficio de una privilegiada minoría. Y todos 
los impactos que ha generado la entrada de Unión Fenosa en Colom-
bia no son sino la consecuencia que tiene convertir la electricidad, 
fundamental para mantener unas condiciones de vida digna, en una 
mercancía controlada por una empresa privada.

¿Qué efectos tiene la privatización
               del sistema eléctrico sobre la vida

cotidiana de las personas?
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L
a entrada de las multinacionales en los servicios públicos se hizo detrás de 
una imagen de solvencia, efi cacia, transparencia y respeto a la ciudadanía. 
Estas corporaciones han sido una de las principales impulsoras de la 

globalización económica y afi rmaban que su participación en la economía de 
los países de América Latina los subiría al tren del progreso. Con esta trabajada 
publicidad las multinacionales se extendieron por toda la región y, en el caso 
de los servicios públicos, quienes han logrado un mayor dominio han sido las 
empresas españolas. Las multinacionales españolas incorporaron a sus negocios 
muchas de las empresas de servicios (de banca, telecomunicaciones o electricidad) 
que les vendían, y en Colombia encontraron sucesivos gobiernos que les pusieron 
en bandeja este tipo de compañías durante la década de los noventa. No es de 
extrañar, entonces, que actualmente las multinacionales españolas controlen el 
sector eléctrico, el bancario o los medios de comunicación colombianos.

Pero, más de diez años después, son muchas las voces que se alzan para denunciar 
la falsedad de la imagen creada por las multinacionales y la realidad de la 
privatización, es decir, el hecho de convertir los servicios básicos para una vida 
digna de las personas en un producto del libre mercado. Este cuaderno acompaña 
a dichas voces, pretende poner a una compañía española, Unión Fenosa, bajo el 
foco y ver cuál ha sido el resultado de su gestión en Colombia, porque representa 
un buen ejemplo de los impactos que tiene la gestión de un servicio, como el 
eléctrico, por una multinacional.

Unión Fenosa está detrás del servicio eléctrico de la Costa Atlántica y del Valle 
del Cauca y destina, en estas regiones, multitud de recursos para construir una 
cuidada imagen de respeto social a través de sus fundaciones y de su política 
de Responsabilidad Social Corporativa. El resultado de la estrategia seguida ha 
sido la obtención de varios premios internacionales. En cambio, la población 
más vulnerable, a la que vende electricidad, muestra su estupor al saber de los 
galardones que le han concedido. Y es que la multinacional española tiene una 
imagen muy diferente en los barrios empobrecidos del Caribe y del Suroccidente. 
En ese sentido, hemos creído necesario no sólo conocer el punto de vista de la 
empresa sino escuchar y difundir la palabra de las personas y organizaciones que 
han resultado afectadas por la actividad de Unión Fenosa. 

Este documento tiene el objetivo de ser una herramienta más para el conocimiento 
de todas las caras de la multinacional y, por lo tanto, para la defensa de los 
derechos de la ciudadanía. También quiere formar parte de un proceso y, más 
allá de su publicación, tendrá que ser complementado con las aportaciones de 
todos aquellos y aquellas que día a día trabajan para visibilizar los impactos de la 
multinacional. 

El cuadernillo está estructurado en tres partes. Una primera en la que se explican 
algunos aspectos generales del sector eléctrico, su proceso de privatización en 
Colombia, la entrada de Unión Fenosa en el país y sus antecedentes. La segunda 
parte pretende desarrollar los principales impactos ambientales, culturales y 
sociales que ha tenido la multinacional en Colombia. Para fi nalizar, hemos visto 
importante proporcionar información sobre los recursos que tienen los usuarios y 
usuarias de la compañía para la defensa de sus derechos.

INTRODUCCIÓN
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1. LA ELECTRICIDAD 

Y LAS MULTINACIONALES 

EN COLOMBIA

1.1. La electricidad

Desde el descubrimiento de la corriente 
eléctrica por un italiano llamado 
Alessandro Volta hace más de dos 
siglos, hasta la actualidad, la electricidad 
ha ido introduciéndose en cada vez 
más actividades. Ahora, nadie puede 
imaginarse unas condiciones dignas 
de vida sin un mínimo consumo de 
electricidad, porque, ¿cómo viviríamos 
sin los acueductos eléctricos de agua 
potable o sin la luz para las calles 
o casas?. Y eso por no citar lo que 
supondría prescindir de la multitud 
de aparatos eléctricos de los 
centros de salud o los refrigeradores 
de los comercios. 

La importancia de la electricidad exige 
considerarla como un bien básico para 
la población. En ese sentido, conocer 
todo el camino que sigue esta energía 
es un ejercicio de responsabilidad 
ciudadana que, sin duda, nos benefi cia. 
Porque así, tendremos más recursos 
a la hora de conocer los responsables 
del mal funcionamiento del servicio y 
exigir el respeto a nuestros derechos 
como usuarios y usuarias. La luz o el 
funcionamiento de cualquier aparato 
eléctrico son el resultado fi nal de un 
proceso que está formado por una larga 
cadena de actividades. Su origen está 
en la etapa conocida como generación, 
continúa con la transmisión y dis-
tr ibución de electr icidad, para 
finalizar con la comercialización, 
es decir, con la contratación y 
facturación del servicio. 

LA CADENA 

DE LA 

ELECTRICIDAD

Una vez generada, la energía eléctrica debe transportarse a través de grandes distancias a los 

centros de consumo, que cada vez están más concentrados en las ciudades. Para ello, se 

construyen líneas de transmisión eléctrica, también llamadas de alta tensión.

La electricidad, transmitida a alta tensión, pasa a unas estaciones transformadoras que 

reducen su voltaje y la reparten por la red de distribución que abastece a las ciudades 

y los centros industriales.

Es la última etapa y consiste en la compra de electricidad en el mercado mayorista 
y la venta de la misma a los consumidores finales. Hay dos tipos de usuarios, el 
primero es aquella persona que compra la electricidad a través de una factura 
mensual, donde la tarifa es regulada por la administración pública. En el caso de 
Colombia, es regulada por la Comisión de Regulación de Energía y Gas (Creg). 
El segundo tipo de usuario son las industrias y los comercios que pueden comprar 
una elevada cantidad de energía con precios no fijados por el Estado y general-
mente más económicos. 

Esta actividad consiste en la transformación de recursos como el petróleo, el 
carbón, el gas o el agua en electricidad, y en el caso de Colombia los dos recursos 
más utilizados son el gas y el agua.

Si para obtener electricidad se quema gas, carbón o petróleo, entonces se deno-
mina como generación térmica. Las centrales que realizan este tipo de operación 
son minoritarias en Colombia, de hecho toda su producción sólo proporciona el 
19% de la electricidad que consume el país. En la Costa Atlántica se sitúan 
algunas de las centrales más importantes: Termobarranquilla, Flores y Guajira. 

En cambio, la producción de electricidad a partir del agua de los ríos sí es la más 
importante del país. La generación hidráulica, que así se llama, es responsable del 
81% de la electricidad que se consume. Este tipo de energía se produce a partir de 
un salto de agua creado por la construcción de un gran muro en el río, llamado 
represa. En principio, este tipo de energía es renovable porque el agua no se agota, 
puede volver a utilizarse, por lo que se habla de una energía limpia. En cambio, 
estas construcciones se suelen diseñar para producir grandes cantidades de energía 
eléctrica y, para ello, requieren una infraestructura que inunda vastas extensiones 
de terreno. El resultado final se traduce en graves impactos sobre las poblaciones 
humanas y los territorios donde se asientan las presas hidroeléctricas. En Colom-
bia, las más grandes son Guavio (en el departamento de Cundinamarca), San 
Carlos y Guatape (en Antioquia) 

Generación

Transmisión

Distribución

Comercialización
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Si pudiéramos retroceder a 1995, po-
dríamos ver que el funcionamiento de 
toda la cadena de la electricidad en un 
departamento o región de Colombia 
era responsabilidad de una empresa 
estatal. Por ejemplo, en Bogotá la 
única empresa de electricidad que 
existía era la Empresa de Energía 
de Bogotá, mientras en Córdoba 
las empresas responsables de este 
servicio eran la Corporación Eléc-
trica de la Costa Atlántica y la 
Electrifi cadora de Córdoba. Sin em-
bargo, lo que antes realizaba una única 
empresa ahora lo efectúan varias, y es 
que las modifi caciones legislativas y 
organizativas, que se hicieron bajo el 
argumento de modernizar el sector eléc-
trico, han cambiado sustancialmente 
el sistema en este período. Entre los 
cambios en la organización del sector, 
habría que señalar la división de cada 
una de las etapas de la cadena eléctrica, 
de forma que las nuevas empresas han 
tenido que elegir el ámbito de actividad 
entre la generación, la transmisión y la 
distribución. Así se ha ido multiplicando 
el número de compañías y en 2005 se 
contabilizaron 135 empresas eléctricas. 
Además, muchas de estas empresas han 
pasado a ser compradas por entidades 
privadas que pueden provenir de fue-
ra de Colombia, es decir, han sido 
adquiridas por multinacionales. 

1.2. ¿Por qué se privatizó el 
sector eléctrico en Colombia?

Los gobiernos de Colombia han 
justifi cado la restructuración del sector 
eléctrico recurriendo a una gran crisis 
que tuvo lugar en 1992. Decían que 
era necesario solucionar las causas 
que habían llevado al país al llamado 
“apagón de 1992”, cuando la población 
padeció uno de los mayores períodos 
de racionamiento energético de su 
historia. Puesto que ese gran apagón 
marcó un antes y un después, habría 
que conocer cuáles fueron sus causas y 
qué soluciones se propusieron.

Antes del apagón de 1992

En las décadas de los setenta y ochenta, 
se produjo un intenso proceso de cons-
trucción de grandes centrales hidráu-
licas de generación de electricidad. En 
esa época se erigieron las represas más 
grandes de toda Colombia, lo que requería 
un presupuesto demasiado elevado, que 
no tenía el Estado colombiano. Aun así, 
se dictó su realización desde el Fondo 
Monetario Internacional y las Naciones 
Unidas ya que, según su teoría, la 
construcción de  grandes infraestructuras 
era la vía para que los países del Sur 
salieran de la pobreza. Entonces, si no 

había presupuesto ¿quién puso el dinero 
para su edifi cación? Las inversiones que 
fueron necesarias procedían del Banco 
Mundial, el Banco Interamericano 
de Desarrollo y otros bancos pri-
vados, esto es, de fuera del país y a 
través de préstamos. 

El resultado de esta política fue el fuerte 
crecimiento de la deuda externa. Aunque 
la extensión de la electricidad alcanzara 
a benefi ciar al 80% de la población en 
la década de los ochenta, la enorme 
deuda del sector eléctrico se arrastró 
durante muchos años. Esto impedía 
que el Estado invirtiera dinero en una 
mejora de las redes de transmisión y 
distribución de electricidad, y tampoco 
le permitía desarrollar otras formas 
de producir energía. Los problemas, 
entonces, se fueron añadiendo hasta 
que desencadenaron una gran crisis 
eléctrica en 1992, cuando el país vivió 
una fuerte sequía provocada por el 
fenómeno del Niño, que impidió 
la producción de electricidad en las 
centrales hidroeléctricas y tuvo como 
consecuencia el famoso apagón. 

Las multinacionales: la teórica 
solución a los problemas eléctricos 

A pesar de que la crisis fuera, en 
gran parte, el resultado de las polí-
ticas dictadas por las instituciones 
internacionales, estas mismas, junto 
con el Gobierno de César Gaviria 
(1990-1994), achacaban el problema 
a la gestión estatal. La realidad 
del sector eléctrico colombiano les 
proporcionó una justifi cación perfecta 
para poner en marcha un nuevo plan 
de gestión. Efectivamente, se podía 
enumerar una lista de difi cultades 
como el endeudamiento del país, la 
corrupción administrativa, la nula 
rentabilidad de las electrifi cadoras 
departamentales y la enorme deuda 
que tenían las administraciones con el 
sector eléctrico.

La solución por la que optó el Gobierno 
de Gaviria, para afrontar el panorama 
que se presentaba, fue la aplicación de la 
receta neoliberal. Su puesta en marcha se 

Las mayores empresas de la electricidad (2005)

Empresa

EPM

Codensa

Emcali

Emgesa

ISAGEN

Electricaribe

ISA

EPSA

Electrocosta

Central Hidr. Betania

Energía Social

Propiedad

Estatal

Endesa

Estatal

Endesa

Estatal

Unión Fenosa

Estatal

Unión Fenosa

Unión Fenosa

Endesa

Unión Fenosa

Ventasa

3.196.224

1.781.330

1.320.337

995.412

902.112

777.391

708.280

684.823

668.605

176.846

66.938

% Var. b

4,2

3,5

10,6

-1,8

14,8

7,9

-0,6

8,3

7,2

4,5

69,7

a )El volumen de ventas (correspondiente al año 2005) se muestra en millones de pesos.

b )Se refiere al porcentaje de variación respecto a las ventas del año anterior.

Fuentes: “5000 empresas”, Dinero, nº 255, Bogotá, 2006; “Las 100 empresas más grandes 

de Colombia”, Semana, nº 1251, Bogotá, abril de 2006.

hizo a través de una serie de reformas 
que ya se estaban aplicando a la banca, 
la telefonía, los hidrocarburos, etc. 
Entre las medidas que contenían dichas 
reformas estaban la liberalización y 
privatización de las grandes empresas 
estatales del país. En el sector eléctrico, 
esto signifi caba iniciar los cambios 
necesarios para la privatización del 
servicio y, en una segunda etapa, 
signifi caba allanar el camino de entrada 
a las multinacionales. 

Los usuarios del servicio eléctrico 
colombiano se han convertido, después 
de la reforma neoliberal, en clientes de 
las corporaciones transnacionales. Esta 
situación supone un confl icto entre 
la población, que necesita la energía 

eléctrica, y la compañía, que quiere 
hacer un negocio con su gestión. El 
hecho es que la electricidad no es una 
mercancía por la que los consumidores 
y consumidoras pueden elegir qué 
precio quieren pagar dentro del libre 
mercado, sino que, tratándose de un 
servicio fundamental para el estilo de 
vida actual, su control está en manos de 
las empresas privadas.

Una vez acondicionadas la legislación, 
la organización del sector y las empre-
sas para ser vendidas, entraron las 
multinacionales. Fue a fi nales de la 
década de los noventa cuando las 
grandes empresas de la electricidad de 
Colombia fueron compradas por corpo-
raciones transnacionales de origen espa- 

ñol, como Endesa o Unión Fenosa, 
y estadounidense, como AES. Las 
facilidades puestas para el desarrollo de 
su actividad ha hecho que, actualmente, 
de las catorce mayores empresas eléc- 
tricas del país, ocho sean propiedad de 
multinacionales extranjeras.

Habría que destacar el abrumador 
dominio de las empresas españolas: si 
se suman los ingresos de las genera-
doras y de las distribuidoras, se puede 
comprobar que Endesa es la mayor 
transnacional extranjera del sector y 
Unión Fenosa es la segunda. 

  Los cambios hacia la economía de mercado y la gestión privada en la 
electricidad se publicitaron en Colombia como una salida muy ventajosa 
para los problemas que arrastraba el sector en los años ochenta y noventa. 
Así, la libre competencia entre las empresas redundaría en un benefi cio para el 
consumidor porque se reducirían las tarifas y, además, el usuario podría elegir 
a la compañía que quisiera. Por otro lado, se revestía a la actividad privada de 
una mayor transparencia en la gestión, sin ningún inerés político, y sería más 
efi ciente que la pública al tener que competir con otras empresas. 

La corrupción
Las esperanzas se vieron truncadas nada más iniciarse el proceso 
de privatización. En el mismo origen de las reformas se hicieron 
frecuentes las noticias que implicaban al Gobierno y a la Su-
perintendencia de Servicios Públicos Domiciliarios en algunas 
irregularidades en la venta de las compañías públicas. En este 
sentido, la Contraloría General de la Nación demostró que 
en la época del pago para cerrar defi nitivamente las anti-guas 
electrifi cadoras de la Costa Atlántica, entre los años 1999 
y 2000, se habían encontrado con-tratos irregulares por un 
valor de 45.000 millones de pesos. 

Las esperanzas y la decepción 

de la privatización

La competencia
Uno de los principales argumentos para la entrada de 
compañías privadas y extranjeras al sector eléctrico en el 
país fue la competencia que iba a crearse entre ellas para 
tener un mayor número de clientes. Así, supuestamente, 
se esforzarían en dar un servicio bueno a un menor precio. 
Nada más lejos de la realidad, si vemos qué compañías 
controlan el sector eléctrico diez años después, la 
competencia ha sido un engaño. 

Fuente: Red Caribe de Usuarios de Servicios Públicos.
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El papel del Estado
Se suponía que para el Estado todo iba a ser benefi cio, porque dejaba en manos 
privadas la responsabilidad y el gasto para mantener y mejorar este servicio básico 
para la población. Sin embargo, obtuvo lo contrario a lo esperado y, desprenderse 
de la gestión del servicio eléctrico, ha signifi cado quedarse con lo peor de cada 
casa: el Estado no recauda ingresos porque no tiene la explotación del sistema, pero 
cuando hay problemas, por su condición de servicio básico, tiene que salir a dar la 
cara, rescatando a las empresas de la quiebra mediante la inyección de cuantiosos 
subsidios. Esta situación es sobradamente conocida por la población colombiana, 
que ha vivido cómo el Estado colombiano ha tenido que encargarse de hacer 
sobrevivir las empresas de Unión Fenosa, como se verá en los siguientes capítulos.  

Distribución: 
A pesar de que la distribución es la etapa que lleva la 
electricidad directamente a los usuarios y, según la publicidad 
de las compañías, signifi ca todo un acto de satisfacción, la 
verdad es que les supone una molestia para su objetivo 
del máximo benefi cio. Sólo basta con mirar el número de 
compañías en 1997  y compararlo con 2007 , en el primer año 
había 37 empresas y en el último año, 31. El porqué de esta 
reducción puede encontrarse en la obligación de invertir un 
presupuesto considerable para mantener y extender la red, así 
como el deber de gestionar el cobro en una población con una 
reducida capacidad de pago, como es el caso de Colombia, en 
el que el 49% de la población vive en la pobreza.

La inversión
Ante el elevado gasto que tenía la gestión 
eléctrica de Colombia, los gobiernos 
veían muchas ventajas en la solvencia 
que prometían las multinacionales. El 
problema ha sido que tras la compra 
de las empresas estatales, estos capitales 
foráneos no han puesto el dinero que 
necesitaba el servicio eléctrico. Puesto 
que la prioridad era el benefi cio a corto 
plazo, no aumentaron la capacidad 
productiva local, ni tampoco impulsaron 
un gran avance en la calidad y la cobertura 
del servicio, ya que las inversiones en 
infraestructuras han sido mínimas.

Generación:
La reforma para privatizar la generación de electricidad 
hizo que las condiciones de contratación fueran muy 
ventajosas y provocó el incremento del número de 
empresas interesadas en esta actividad. En cambio, la 
diversidad de compañías no ha signifi cado que exista 
competencia, porque el 93% de la generación hidroeléctrica 
de Colombia está en manos de sólo cinco empresas. De 
estas cinco, tres son corporaciones transnacionales que 
controlan prácticamente la mitad de la producción de 
electricidad del país, y dos de ellas son españolas: Endesa 
y Unión Fenosa.

En realidad, la privatización ni siquiera ha eliminado el monopolio regional que 
tenían las antiguas empresas estatales, ahora lo mantienen las compañías privadas. 
La razón que exponen para salvar esta contradicción con el libre mercado es 
que son “monopolios naturales”. Así que, a pesar de las continuas críticas del 
ámbito privado al monopolio estatal, cuando han llegado a la gestión, cambian de 
opinión y lo aplauden califi cando su actuación como natural. Bajo esta hipocresía 
se esconde el hecho de que no es rentable para una empresa entrar a operar donde 
ya existe otra. Finalmente, ni el usuario y usuaria puede elegir a la empresa que 
le suministra, ni se han reducido las tarifas, ni se ha hecho más efi ciente el 
servicio. 

Después de más diez años de 
reformas, está comprobado que las 
multinacionales han sido las grandes 
benefi ciadas de la privatización. Y, 
dentro de ellas, una buena parte del 
pastel ha ido a parar a las de origen 
español. Endesa distribuye electricidad 
en Bogotá, donde se concentra la 
mayor parte de la actividad comercial 
e industrial del país. Unión Fenosa 
tiene la misma actividad en nueve 
departamentos y en gran medida 
vende electricidad a una población 
más empobrecida. Tanto en el caso de 
Endesa como en el de Unión Fenosa, se 
han difundido denuncias por parte de 
los trabajadores y trabajadoras, usuarios 
y ciudadanía afectada por sus represas. 
Pero este cuaderno pone a Unión 
Fenosa en el foco, porque representa el 
ejemplo perfecto de las implicaciones 
sociales que tiene el superponer la lógica 
del máximo benefi cio con las necesidades 
de una población que mayoritariamente 
carece de recursos económicos.

Si miramos un mapa de Colombia 
podemos ver que esta multinacional 
española opera en todos los depar-
tamentos de la Costa Atlántica: Bolívar, 
Córdoba, Sucre, Atlántico, Magdalena, 
Cesar y La Guajira. Y lo hace a través de 
un listado de fi liales, es decir, compañías 
de su propiedad, como Electrocosta, 
Electricaribe, Energía Social o Energía 
Empresarial. Pero también está en el 
Suroccidente, en los departamentos 
del Cauca y Valle del Cauca, con la 
compañía EPSA. A continuación 
exponemos cómo llegó Unión Fenosa a 
cada una de las regiones.

2.1. ¿Cómo llegó Unión Fenosa a 
la Costa Caribe?

El sector eléctrico de la Costa Caribe 
había empezado a cambiar en el año 
1998, cuando las ocho electrifi cadoras 

departamentales1 se unieron para 
formar dos compañías: Electrocosta 
y Electricaribe. La primera, con sede 
en Cartagena, que suministraría elec-
tricidad en Bolívar, Córdoba y Sucre; y 
la segunda, con sede en Barranquilla, que 
cubriría los departamentos de Atlántico, 
Magdalena, Cesar y La Guajira. Después 
de la creación de las dos empresas, en 
agosto de 1998, fueron adjudicadas al 
consorcio formado por la compañía 
estadounidense Reliant Energy y la 
venezolana Electricidad de Caracas. 

Tan sólo dos años después, en el 
2000, el consorcio vendió ambas 
empresas al único comprador que se 
presentó, Unión Fenosa, por la mitad 
de precio que le costó comprarlas. El 
hecho de que se vendieran tan rá-
pida y económicamente demostraba 
que la distribución eléctrica en la 
Costa Atlántica no era el negocio 
que esperaban los estadounidenses y 
venezolanos. En cambio, Unión Fenosa 
sigue en la Costa después de siete años 
y ha dado señales inequívocas del 
interés en quedarse. Efectivamente, 
la multinacional española ha unido 
recientemente las dos empresas -
Electricaribe y Electrocosta- bajo un 
mismo nombre: Electricaribe, y es 
propietaria del 84% de sus acciones. 

Una de las señales de su asentamiento 
en la Costa es que ha multiplicado el 
número de sus empresas. Así en el año 
2003, Unión Fenosa creó la empresa 
Energía Social de la Costa, dedicada 
exclusivamente a la venta de electricidad 
en los barrios más empobrecidos de la 
Costa Caribe. Y dos años después, en 
2005, fundó Energía Empresarial de 

1) Electrifi cadora de Córdoba, Electrifi cadora 
de Sucre, Electrifi cadora de Bolívar, Electrifi cadora 
de Atlántico, Electrifi cadora de Magdalena, Elec-
trifi cadora de César, Electrifi cadora de La Guajira y
la Empresa de Energía Eléctrica de Magangue.

la Costa, una empresa especializada 
en la venta de energía, en grandes 
cantidades, a consumidores como las 
industrias y los comercios. También 
formalizó en 2005 dos compañías más: 
Electrocosta Mipymes de Energía y 
Electricaribe Mipymes de Energía. 
Ahora, al nombre de la empresa le han 
añadido “Mipymes”, que quiere decir 
micro, pequeñas y medianas empresas. 
Dicho de otra manera, el servicio que 
hace 15 años daba una sola empresa 
en un departamento costero como, 
por ejemplo, Bolívar actualmente lo 
realizan cuatro empresas: Electrocosta, 
Energía Social, Energía Empresarial 
y Electrocosta Mipymes de Energia. 
Y para el resto de la Costa Atlántica 
se repite el mismo funcionamiento. 
Pero, ¿por qué tanta empresa? Según 
la multinacional, porque quiere espe-
cializar su actividad a cada sector, y 
esto es verdad, pero eso no signifi ca una 
mejor atención, sino obtener de cada 
uno de ellos el máximo benefi cio. 

Electrocosta y Electricaribe tienen, 
como clientes mayoritarios, personas de 
los estratos 3, 4, 5 y 6 que pueden pagar 
la factura sin problemas. Luego está 
Energía Empresarial para los empre-
sarios, con los que llegan a acuerdos muy 
ventajosos. Por último, para la población 
con menos recursos, que en múltiples 
ocasiones no puede pagar el servicio, 
crea Energía Social y las mipymes. Así, 
va dividiendo a la población según su 
rentabilidad, y con las empresas menos 
rentables del sector presiona al Estado 
para que pague, con subsidios o ayudas, lo 
que no consigue recaudar. 

El resultado fi nal es que, si bien 
Electrocosta y Electricaribe estuvieron 
a punto de irse a la quiebra durante 
los dos primeros años de actividad, 
actualmente están obteniendo bene-
fi cios o van camino de ello. Esta 
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mejora económica de la multinacional 
se ha hecho sin solucionar la pobreza 
estructural de la región, que afecta a casi 
el 70% de la población. 

2.2. ¿Cómo consiguió la 
multinacional el monopolio de la 
electricidad en el Valle del Cauca?

En el Suroccidente colombiano, Unión 
Fenosa controla las cuatro actividades 
de la cadena de la electricidad (gene-
ración, distribución, transporte y co-
mercialización) a través de su fi lial 
Empresa de Energía del Pacífi co, S.A. 
(EPSA). Este hecho signifi ca ir en contra 
de la libre competencia que reclaman las 
propias empresas privadas y no respetar 
la Ley Eléctrica colombiana (Ley 143 de 
1994). El doble rasero que utiliza Unión 
Fenosa con la legislación es evidente en 
este caso, para aquellas situaciones que no 
le han sido propicias como las pensiones 
convencionales o el mantenimiento de 
las tarifas, esta compañía pone el grito 
en el cielo y habla de barreras a la 
inversión extranjera. Sin embargo, no 
asume ninguna responsabilidad en el 
incumplimiento de la Ley 143. 

Al igual que en la Costa Atlántica, 
previamente a la entrada de las multi-
nacionales, la electricidad era ges-
tionada por una institución pública, la 
Corporación Autónoma Regional del 
Valle del Cauca (CVC), que también 
tenía una labor en la protección 
ambiental de la región. Mediada la 
década de los noventa, se separaron 
las funciones ambientales y de servicio 
eléctrico, de manera que las primeras 
eran responsabilidad de la CVC y 
la electricidad era dirigida por una 
empresa llamada EPSA, aunque ambas 
seguían siendo de propiedad pública. 
Fue en 1997 cuando EPSA se vendió al 
consorcio venezolano y estadounidense 
que también compró las compañías de 
la Costa Atlántica. Según denuncian las 
organizaciones sindicales, la venta de la 
compañía por 940 millones de dólares 
fue una especie de regalo, porque en ese 
precio se incluían numerosas plantas 
de generación eléctrica, el sistema 
de transmisión y el de distribución, 

mientras que sólo la construcción de 
cuatro plantas de generación suponía un 
desembolso de 984 millones de dólares2. 

Tres años después, en diciembre del 
año 2000, la salida del consorcio dio 
paso a Unión Fenosa. Actualmente la 
multinacional española tiene el 63,8% 
de sus acciones y, a diferencia de la 
Costa, la compañía colombiana no ha 
sido desmenuzada para cada estrato de 
la población, la razón es simple: no le 
ha hecho falta, EPSA ya era rentable 
cuando era de propiedad pública y sigue 
siéndolo una vez privatizada.

2) Campaña Prohibido Olvidar, “Entre-

vista realizada a un dirigente de 

Sintraelecol”, 2004.

2.3. ¿Quién es Unión Fenosa?

Hasta ahora, hemos hecho el re-
corrido que ha seguido el sector 
eléctrico en Colombia, pero nos falta 
conocer el trayecto que ha tenido 
Unión Fenosa hasta llegar y asentarse 
en el país.

Actualmente, Unión Fenosa es la 
tercera compañía eléctrica de España. 
A nivel internacional tiene negocios en 
once países del mundo, siete de ellos en 
América Latina: Panamá, Guatemala, 
República Dominicana, Costa Rica, 
Nicaragua, México y Colombia. Su 
actividad global en el sector energético le 
proporciona cuantiosos benefi cios, sin ir 
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más lejos, de 2005 a 2006 incrementó 
un 41% su ganancia, y una buena parte 
de la misma procedía de sus empresas 
en México y Colombia. 

Al igual que en otras grandes corpo-
raciones, los dueños de Unión Fenosa 
son... otras multinacionales. En este 
caso, la gran propietaria es una com-
pañía de la construcción llamada 
ACS, la segunda mayor gestora de 
infraestructuras del mundo.

Sin duda, la multinacional utiliza su 
estructura mundial y su capacidad 
económica para impresionar allá donde 
quiera hacer negocio. Sin embargo, no 
siempre ha sido así. Hace apenas diez años, 
Unión Fenosa y el resto de las que ahora 
son grandes multinacionales españolas
no habían saltado las fronteras españolas 
y, además, muchas de ellas eran estatales, 
como Telefónica, Endesa o Repsol. Tal 
cambio sólo se explica por la profunda 
modifi cación que sufrió la economía 
española y que obedecía, al igual que en 
Colombia, a la necesidad de incluir al 
país en las dinámicas de la globalización 
económica que se estaban desarrollando. 

En la década de los noventa, la 
incorporación de España a la Unión 
Europea supuso una serie de medidas 
económicas que se tradujeron en fusiones, 
reestructuraciones y privatizaciones de 
las empresas del país.

En esta misma década se estaban 
reformando, de forma simultánea, 
las empresas de América Latina y 
las españolas. Pero a diferencia de la 
región latinoamericana, en el caso 
español las empresas de servicios no
se vendieron al capital extranjero, 
sino que el Gobierno de José María 
Aznar, dio todas las facilidades a 
las compañías para que crecieran en 
tamaño y capital hasta que pudieron 
estar en disposición de lanzarse a 
competir en otros mercados, y así 
seguir creciendo.

El principal destino de la expansión 
de las multinacionales españolas fue, 
precisamente, América Latina. Según 
los empresarios, por aquello de la 
cercanía cultural y las facilidades que 
ofrecía una misma lengua. Pero la rea-
lidad de su elección obedece a razones 
exclusivamente económicas: buscaban 
mercados con una competencia 
prácticamente nula, en los cuales era 
mucho más asequible la disponibilidad 
de recursos, donde los costes laborales 
y ambientales se minimizaban para 
atraer la inversión y la legislación 
permitiera expatriar a España la 
mayor parte del benefi cio. La realidad 
es que la coincidencia temporal de 
los procesos de cumplimiento de las 
medidas neoliberales a ambos lados 
del océano se lo puso muy fácil a las 
grandes empresas españolas. 

2.4. Unión Fenosa en América 
Latina

Unión Fenosa siguió este mismo 
patrón y orientó su expansión hacia 
América Latina, donde su negocio 
eléctrico desembarcó en la segunda 
mitad de la década de los noventa. Los 
destinos de sus primeras inversiones 
fueron Argentina y Bolivia.

Años más tarde, la compañía reorien-
taría su actividad hacia América Cen-
tral y el Caribe, donde, entre 1998 y 2000, 
compró las empresas distribuidoras de 
electricidad de Panamá, Guatemala, 
República Dominicana, Nicaragua y 
Colombia, así como algunas empresas 
generadoras de México.

Las empresas de distribución eléctrica 
de América Latina tenían dos gran-
des ventajas para ser compradas 
por Unión Fenosa: se vendían a 
precio muy bajo, y, en casi todos los 
países, la multinacional se establecía 
como única empresa que vendía 
electricidad a toda la población, como 
es el caso de Nicaragua, o a una 
parte muy importante, como es el 
caso de Guatemala y Colombia. 
Esta posición privilegiada, también 
llamada monopolio, le permitía uti-
lizar todo tipo de estrategias para 
incrementar los ingresos, y entre ellas 

a ) Actividades: G: Generación; T: Transporte; D: Distribución; C: Comercialización.

b ) Los beneficios están expresados en millones de euros.

Fuente de la tabla: Sistema Único de Información de los Servicios Públicos, 2007.

Empresa Filial

Electrificadora de la Costa Atlántica
(Electrocosta)
Electrificadora del Caribe 
(Electricaribe)
Empresa de Energía del Pacífico
(EPSA)
Energía Social de la Costa

Energía Empresarial
de la Costa

Ubicación

Córdoba, Bolívar
 y Sucre.
Atlántico, Magdalena,
Cesar y La Guajira.
Cauca y Valle del Cauca.

7 departamentos de la 
Costa Atlántica.
7 departamentos de la
Costa Atlántica. 

2005
-28,50

-52,23

49,8

-3,69

-0,46

2006
30,1

-17,1

37,4

-3,65

-0,21

Actividades a

G  T D C
%

71,0

71,6

63,8

71,1

71,0

Beneficios b

Resultados económicos de las fi liales de Unión Fenosa
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1. Colombia 

2. Panamá

3. Guatemala 

4. Nicaragua

5. República Dominicana

6. México

Presencia:

1
2

5

3

4

6

numerosos abusos. 
Con el fi n de conocer mejor cómo se 
repiten los impactos sociales en cada 
país donde esta multinacional gestiona 
la distribución de la electricidad, 
extractamos aquí una parte de la de-
claración del Tribunal Permanente de 
los Pueblos celebrado en Managua 
(Nicaragua) que juzgaba a dicha com-
pañía en octubre de 2007:

“Las y los nicaragüenses han sufrido 
constantes violaciones, ya que bajo el 
argumento de tener pérdidas (a nivel de 
auditorias realizadas), Unión Fenosa 
decide cometer irregularidades no pagando 
a las generadoras, que a su vez dejan de 
suministrar electricidad, y juntas prefi eren 
dejar a la población sin suministro 
eléctrico. 
 
Se constata que los permanentes raciona-
mientos vienen generando los siguientes 
daños y perjuicios: problemas de salud 
pública por falta de refrigeradores para 
alimentos frescos, problemas de atención 
sanitaria (retraso de atención diaria, 
diagnósticos o intervenciones quirúrgicas) 
o falta de suministro de agua en muchas 
poblaciones. Se constata la existencia de 
discriminación en los racionamientos 
más allá de las razones estratégicas 
aducidas. Se constata la ausencia de in-
versión en el mantenimiento de la red de 
distribución eléctrica, provocando pér-
didas de vidas humanas. Se constata la 
ausencia de atención a los pobladores de 
asentamientos que llevan años solicitando 
ser legalizados.

Con estas prácticas se vulneran Derechos 
Humanos como el derecho a la vida, la 
salud, la educación, la información, la 
seguridad, el desarrollo normal de acti-
vidades económicas, y a los sectores más 
vulnerables como los niños y las niñas, los 
y las ancianas, en defi nitiva, la dignidad 
de las personas”.
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El Suroccidente de Colombia es una 
región de gran interés para la inversión 
extranjera, por dos factores principal- 
mente: su riqueza en recursos naturales 
como el agua y los minerales, y sus 
inmejorables vías de comunicación 
con el exterior, a través de la carretera 
Panamericana y la salida al Pacífi co gracias 
a los puertos de Tumaco y Buenaventura. 
A pesar de que existen elevadas inversiones 
extranjeras, el 35% de la población no 
tiene sus necesidades básicas cubiertas y 
un porcentaje importante de la pobreza 
se concentra en las grandes ciudades 
como Cali y Buenaventura. Las causas 
que originan esta situación se deben 
buscar en el desplazamiento de miles de 
personas hacia la periferia de las ciudades, 
porque la población campesina, negra e 
indígena ha sido obligada a abandonar 
su territorio por los enfrentamientos 
armados, la elevada militarización 
o los macroproyectos de transporte, 
agricultura, recursos naturales y energía. 
Es en esta región donde Unión Fenosa 
tiene una parte estratégica de su negocio, 
las centrales hidroeléctricas de EPSA. 

Las represas de EPSA en el Cauca y el 
Valle del Cauca son la principal fuente de 
benefi cios de Unión Fenosa en el país, y 
la moneda de cambio para obtenerlos ha 
sido una serie de impactos ambientales, 
así como sociales y culturales, sobre la 
población que vive próxima a estas cen-
trales. A continuación, se detallarán a mo-
do de ejemplo dos casos paradigmáticos, 
el de Anchicayá y Salvajina.

3.1. El vertido de la represa del 
Bajo Anchicayá

Sobre el río Anchicayá, en el departa-
mento del Valle del Cauca, se cons-
truyeron dos represas, el Alto y el 
Bajo Anchicayá. El hecho de instalar 

dos muros sobre el río provocó fuertes 
alteraciones en su naturaleza, y el 
perjuicio que ocasionaron ha sido 
especialmente grave porque ambas 
represas están situadas en el interior 
del Parque Nacional Natural de los 
Farallones de Cali, es decir, en una 
región con una inmensa riqueza 
natural. Las represas también impac-
taron sobre la producción agrícola y 
la pesca de las poblaciones ribereñas 
formadas, mayoritariamente, por 
comunidades af rodescendientes, 
quienes han sufrido el deterioro y 
desaparición de su territorio, y para 
quienes hablar de territorio signifi ca 
hablar de sus medios de producción, 
de sus recursos naturales, de su cultura 
y su cosmovisión.

Las alteraciones propias de una 
represa desembocan, en último tér-
mino, en problemas para la propia 
represa. Uno de estos inconvenientes 
fue la acumulación de sedimentos 
en la represa del Bajo Anchicayá. La 
solución no era muy difícil, se trataba 
de la extracción periódica de los se-
dimentos, pero desde el año 1996 no se 
realizó ninguna operación de este tipo. 
Por ello, seis años después, en 2001, el 
embalse tenía tal cantidad de material 
sedimentado que la capacidad de 
producir electricidad se había reducido 
un 70% y también había disminuido, 
de manera proporcional, los benefi cios 
de su actividad. Para solventar la 
reducción de ingresos, lo más rápido 
y económico que se le ocurrió a 
EPSA fue abrir las compuertas de la 
parte inferior de la presa para verter 
todos los sedimentos, acumulados 
durante cinco años, al río. Y eso hizo 
el 23 de julio de 2001, sin consultar 
a las comunidades ni informar a 
la autoridad ambiental y sin haber 

realizado previamente un estudio de 
impacto ambiental. La descarga de 
500 millones de litros de lodos –una 
capacidad equivalente a la de unas 
230 piscinas olímpicas– sobre la 
cuenca del Anchicayá durante 33 días 
llegó a afectar a unas 3.000 personas.

Las consecuencias del vertido 
sobre el río y la población 

afrodescendiente

Tras el vertido, el río Anchicayá se 
transformó en una corriente de sedi-
mentos donde la turbidez del agua 
llegó a ser doscientas veces superior 
a lo permitido por la legislación 
colombiana, y donde la reducción del 
oxígeno produjo una elevada mor-
talidad de peces por asfi xia. Asimismo, 
la ribera resultó muy afectada, y lo que 
empezó siendo un desastre ambiental 
terminó afectando socialmente a la 
población de la zona. Gran parte 
de la economía de subsistencia de 
las comunidades que vivían en la 
cuenca baja del río Anchicayá desa-
pareció. Como manifestaban los 
propios habitantes, “la agricultura 
era muy buena, pero el lodo dañó los 
cultivos de sato, papachina, borojó, 
chontaduro y de todo el resto de 
los productos”3. A su vez, la falta de 
peces mermó las actividades de pesca 
hasta desaparecer, y el manglar se vio 
fuertemente afectado. 

Todavía hoy se notan las secuelas del 
vertido, tanto en la menor fertilidad 
de las tierras como en la reducida 

3) Campaña Prohibido Olvidar, 

«Privatización y Derechos Humanos. Sector 

eléctrico Suroccidente colombiano. Recursos 

Naturales, ETN y lucha social». Documento 

de investigación, 2004.
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población de peces en la zona. Cuando 
ya han pasado más de seis años desde que 
la empresa decidió abrir las compuertas 
de la represa, las comunidades afectadas 
continúan insistiendo en sus denuncias y 
reclamaciones para que EPSA reconozca 
que cometió una negligencia, asuma los 
perjuicios que causó el vertido y, por lo 
tanto, les restituya el daño causado. 

La empresa hace oídos sordos a las 
reclamaciones y argumenta que ya ha 
pagado el “accidente”, y es cierto que 
el Ministerio de Ambiente, Vivienda y 
Desarrollo Territorial declaró culpable 
en 2002 a la empresa por el vertido 
del lodo. Como también es cierto que 
le impuso una multa y una serie de 
medidas de recuperación y restitución de 
las pérdidas4. Aún así, la empresa apenas 
ha sido afectada y esto es lo que genera 
insatisfacción por parte de las comu-
nidades dañadas. La multa impuesta, 
de casi 204 millones de pesos, ha sido 
insignifi cante, pues sólo la realización 
del estudio de impacto ambiental 
implica un presupuesto mayor. Por otro 
lado, la presión de EPSA al Ministerio 
de Ambiente para reducir la sentencia ha 
sido exitosa y se han rebajado las medidas 
de restitución contempladas. Además, la 
propia administración pública ha sido 
excesivamente lenta a la hora de hacer 
cumplir la sentencia a la compañía. 

A pesar del desgaste que supone para 
estas comunidades seguir reclamando 
el reconocimiento y la compensación 
de los perjuicios ambientales, sociales 
y culturales causados, no cejan en su 
empeño y continúan presionando. En la 
actualidad, han presentado una petición 
formal y una solicitud de medidas cau-
telares a la Corte Interamericana de 
Derechos Humanos.

4) Ministerio de Ambiente, Vivienda y 

Desarrollo Territorial, Resolución nº 0809 del 

3 de septiembre de 2001 y Resolución 0556 

del 19 de junio de 2002.

3.2. El embalse de Salvajina y el 
desvío del río Ovejas

La construcción de la represa de 
Salvajina sobre el río Cauca, en el norte 
del departamento del Cauca, se remonta 
a principios de la década de los ochenta5 
y en un principio fue el Estado quién 
asumió su gestión. En ese momento, 
se publicitó la construcción de la presa 
como un ejemplo del progreso y la 
modernización del país. Como en todo 
gran proyecto energético, las instituciones 
públicas y las empresas prometieron a la 
poblaciones cercanas una mejora en su 
calidad de vida. Sin embargo, la realidad 
resultó ser muy diferente.

La construcción de esta represa, con 
un muro de 126 metros de alto y una 
superfi cie inundada de 2.124 hectáreas, 
ha tenido la misma lista de impactos 
que otras represas hidroeléctricas en 
Colombia, como el bien conocido 
ejemplo de Urrá. La percepción de 
que el proyecto no era para el bienestar 
general se inició con la compra de tierras 
a la población campesina, indígena y 

5) Las obras se iniciaron en 1977 y fi nalizaron 

con la puesta en marcha de la represa en 

1985.

negra, en ese momento se sucedieron 
numerosos abusos a través de engaños 
o directamente les quitaban la tierra a 
través de la fuerza.

Después de la puesta en funcionamiento, 
una vez se llenó el embalse, los impactos 
llegaron a ser irreversibles, y la obra 
inundó defi nitivamente el territorio de 
las comunidades campesinas, indígenas 
y afrodescendientes que habitaban esa 
zona. Gran parte de la población, ante 
la ausencia de su modo de vida, tuvo 
que desplazarse a la periferia de las 
ciudades, aunque parte de la población 
decidió quedarse en los aledaños del 
embalse, en los municipios de Suárez, 
Buenos Aires y Morales. Actualmente, 
estas personas describen cómo la represa 
sigue afectando al territorio: hablan 
del deterioro de la productividad de 
las tierras próximas al embalse, debido 
al cambio del microclima en la región. 
Pero también hablan de la separación 
de las comunidades con una misma 
raíz cultural y de la eliminación de la 
red local de comunicaciones. Porque 
lo que antes eran caminos, ahora es 
agua, y la única manera de cruzar el 
embalse es mediante un planchón que 
navega una vez al día en cada sentido. 
Así pues, resulta muy difícil, cuando 
no imposible, que se pueda prestar la 
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atención sanitaria de una forma rápida 
a las zonas más desconectadas o que 
se transporte fácilmente la cosecha al 
mercado de la ciudad. 

El factor que atenaza a las comunidades 
próximas al embalse es la violencia, 
porque la represa tiene un gran 
interés económico y, por lo tanto, se 
ha dado en la zona un incremento de 
la actividad del ejército y los grupos 
armados. En este sentido, también 
ha crecido el número de denuncias 
por la violación a los derechos huma-
nos de la población. De hecho, las 
comunidades locales afi rman que, 
desde el comienzo del funcionamiento 
de la presa hidroeléctrica hace más de 
veinte años, han recibido multitud de 
amenazas y los líderes comunitarios 
han sido criminalizados. 

En defi nitiva, los habitantes no sienten 
que hayan sido los benefi ciados de este 
proyecto, en cambio, sí ven cómo Unión 
Fenosa, tras la compra de EPSA en el año 
2000, es uno de los grandes favorecidos 
de la construcción de Salvajina, ya que 
le permite ingresar los benefi cios de la 
producción y venta de electricidad. 

La responsabilidad de Unión 
Fenosa

La reclamación por parte de la 
población de compensaciones ante 
los impactos sufridos se remonta al 
mismo inicio de la actividad de la 
represa de Salvajina, en 1986. Tras 
una gran movilización se consiguió 
forzar las negociaciones con el Go-
bierno nacional y el Gobierno local, 
que tuvieron como resultado la fi rma 
de la llamada Acta del 86. A pesar 
de llegar a un compromiso con las 
administraciones, los acuerdos se han 
incumplido de manera sistemática: 
las comunidades sostienen que se ha 
pasado por alto el 80% de lo fi rmado. 
No sólo se ha ignorado el Acta, la 
Asociación Pro Damnifi cados por la 
Represa de la Salvajina que impulsó 
la movilización y estuvo negociando 
los acuerdos sufrió la persecución y 
amenaza de sus representantes. La 

represión se extendió a personas que 
habían liderado las protestas, este es 
el caso del asesinato de Oscar Elías 
López, asesor jurídico del Consejo 
Regional Indígena del Cauca. A pesar 
de que han pasado más de veinte 
años de la construcción de la represa, 
las comunidades siguen exigiendo 
el cumplimiento del Acta del 86, y 
señalan como uno de los principales 
responsables a la propietaria actual de 
Salvajina, a Unión Fenosa. La multi-
nacional argumenta que los impactos 
negativos de la represa de Salvajina, 
contemplados en el Acta, no entraron 
en el contrato de compra de EPSA. 
Mientras tanto, sí se benefi cia de su 
producción eléctrica y los ingresos 
que le proporciona. 

Con el fi n de tapar la polémica del 
embalse de Salvajina, la compañía 
ha destinado dinero a los municipios 
de Suárez, Morales y Buenos Aires 
a través de la Fundación EPSA. El 
presupuesto, según esta fundación, 
sirve para contribuir al desarrollo local 
a través de proyectos productivos y, 
por lo tanto, compensa a la pobla-
ción afectada. La publicidad que ha 
hecho Unión Fenosa de estos pro-
yectos ha llegado a ser conocida 
internacionalmente y, al igual que con 
Energía Social, la compañía ganó en 
2007 el premio European Marketplace 
de Responsabilidad Social Corporativa. 
Sin embargo, las comunidades más 
activas en la reclamación de sus 
derechos tienen una visión bien dis-
tinta de los supuestos benefi cios de 
la Fundación EPSA: afi rman que los 
planes presentados por ellas para vivir 
con dignidad, de acuerdo al respeto al 
territorio y a su identidad cultural, son 
continuamente rechazados.

El desvío del río Ovejas 

Para echar más leña al fuego, la fi lial de 
Unión Fenosa está planteando, desde 
el 2004, otro proyecto en la región: el 
desvío del 90% del agua del río Ovejas 
a Salvajina, con el fi n de aumentar el 
nivel del agua del embalse y poder 
así producir una mayor cantidad de 

electricidad. De nuevo, el benefi cio 
de la multinacional se conseguiría con 
el perjuicio del ecosistema, que sería 
destruido, y de la población que vive 
de la pesca y la minería artesanal.

Cuando Unión Fenosa retomó este 
proyecto, que ya estaba incluido como 
una obra complementaria al embalse 
de Salvajina, se topó con la obligación 
de realizar una consulta previa a las 
comunidades afrodescendientes que 
habitan la zona, según la Ley 70 de 
1993. Pero, a día de hoy, aún no se 
ha llegado a un acuerdo para realizar 
dicha consulta, ya que las comunidades 
demandan participar en la elaboración 
de la evaluación de impacto ambiental 
y la empresa se niega. A través de 
la consulta, las comunidades están 
consiguiendo retrasar lo que podría 
ser la destrucción de su territorio.
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 Según su informe de Responsabilidad 
Social Corporativa, Unión Fenosa 
tiene “un modelo de gestión de los 
recursos humanos desarrollado en un 
escenario de diálogo y concertación 
social”. Por otro lado, afi rma que 
“uno de los retos de la compañía más 
importante es tratar con igualdad a 
todos los empleados. El respeto por la 
dignidad, los derechos y aspiraciones 
legítimas de todas las personas, rigen 
la fi losofía empresarial del Grupo”. 
No obstante, si leemos las denuncias 
que ha realizado el Sindicato de los 
Trabajadores de la Electricidad en 
Colombia (Sintraelecol) y la Central 
Unitaria de Trabajadores (CUT) desde 
la implantación de Unión Fenosa en el 
país, su visión es totalmente contraria: 
ellos la acusan de vulnerar de forma 
sistemática sus derechos. La política 
laboral de la multinacional tiene 
como principio la reducción de costes 
laborales y, para ello, ha utilizado 
tres mecanismos: el primero ha sido 
el deterioro continuo de sus convenios 
laborales; luego, ha conseguido avanzar 
en la deslaboralización y, por último, 
ha planifi cado el debilitamiento de las 
organizaciones sindicales.

Los sucesivos convenios laborales 
han ido rebajando los derechos de los 
trabajadores y trabajadoras. Desde el 
primer convenio, fi rmado en 2001, al 
último, fi rmado en 2006, la compañía 
ha conseguido hacer más precarios los 
contratos, impulsar una mayor fl exi-
bilización laboral, eliminar una gran parte 
de personal especializado, reducir las 
nóminas, eliminar el pago en domingos 
y festivos así como horas extras, 

presionar al Gobierno colombiano hasta 
suprimir las pensiones convencionales 
por ley, retirar las pensiones a las 
viudas y compañeras de trabajadores y 
dictar una fuerte reducción de permisos 
sindicales. Puesto que los convenios se 
fi rman por las dos partes, la empresa y 
los sindicatos, es necesario señalar que 
en la fi rma de todos estos acuerdos 
infl uyeron decisivamente la amenaza 
de un despido masivo de trabajadores, 
la oferta de un plan de prejubilaciones 
y otras ventajas otorgadas a algunos 
cargos sindicales.

4.1. Subcontratación y 
deslaboralización

Según manifi esta Unión Fenosa, sus 
empresas de la Costa Atlántica sólo 
subcontratan aquellas tareas que no 
pueden cubrir con su plantilla actual. El 
problema es que su personal empleado 
ha disminuido considerablemente en 
los últimos tiempos —en el año 2006 
se aprobó un plan de retiro para 673 

trabajadores— pero los puestos vacantes 
no se han cubierto con la incorporación 
de nuevo personal, sino que se ha 
subcontratado a empresas contratistas, 
cooperativas de trabajo asociado, 
pequeñas y medianas empresas. La 
misma tendencia ha sido denunciada 
por Sintraelecol Seccional Valle del 
Cauca en un comunicado al Ministro de 
Protección Social de Colombia, y es que 
la multinacional Unión Fenosa, a través 
de su fi lial EPSA, ha desvinculado a más 
de 250 trabajadores de diversas formas.

Prácticamente la totalidad de las tareas 
que suponen un contacto directo con 
la población —como la distribución 
de facturas y la recaudación, la lec-
tura de contadores, los trabajos de 
corte y reconexión, la revisión y el 
mantenimiento de equipos y redes— 
están terciarizadas. Cuanto más sub-
contratado esté un servicio más se aleja 
la responsabilidad de Unión Fenosa 
sobre las condiciones laborales, los 
accidentes y la precariedad. Es entonces 
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cuando algunos abogados laboralistas 
no hablan de subcontratar sino de 
deslaboralizar, y esto es especialmente 
importante en la Costa Atlántica, dada 
la situación de confl ictividad social que 
ha vivido y vive el servicio eléctrico. 

Para demostrar que la deslaboralización 
corta de raíz cualquier posible relación 
de la empresa con los disturbios que 
se puedan producir entre las cuadrillas 
y las comunidades, la Red Caribe de 
Usuarios de Servicios Públicos denun-
cia lo que aconteció en el barrio Rebolo 
de Barranquilla. En el año 2004, un 
empleado de una subcontrata fue a 
cortar el suministro de electricidad y, 
al verse amenazado por los vecinos, 
utilizó su arma matando a una persona 
de la comunidad. Y, ¿cuál fue la 
respuesta de Electricaribe?: la emisión 
de un comunicado en el que no se 
hacía cargo de responsabilidad alguna 
en el asunto.

4.2. Debilitamiento de 
Sintraelecol

La pregunta que surge tras leer 
estas medidas es ¿cómo es posible 
que el sindicato haya fi rmado estos 
convenios?¿qué oposición ha ejercido 
el sindicato ante la deslaboralización? 
Porque la compañía se escuda en la fi rma 
de las convenciones para avalar que su 
política laboral es buena. Con el fi n 
de contrarrestar estas afi rmaciones Sin 
traelecol Seccional Bolívar ha reportado 
denuncias sobre el desconocimiento 
de su legitimidad y representatividad 
por parte de la compañía, así como las 
numerosas trabas a su trabajo. 

La progresiva debilidad del sindicato se 
ha conseguido despidiendo a trabajadores 
afi liados bajo la forma de retiro com- 
pensado. Simultáneamente, la compañía 
puso en marcha una serie de mecanismos 
para dividir a los trabajadores, entre ellas 

la creación de un comité de base paralelo 
al sindicato, en el que se concedían 
numerosas ventajas a quien formara parte 
del mismo. Las mismas mesas de diálogo 
con la multinacional han sido el origen de 
divisiones internas de Sintraelecol porque 
la compañía ha cooptado a responsables 
de alto rango de Sintraelecol Nacional, 
que ahora defi enden la posición de la 
empresa. Mientras todo esto ocurre, 
los nuevos contratados, bajo la forma 
de “contratos corporativos”, son boni-
fi cados y conducidos a fi rmar que no se 
afi liarán a ningún sindicato. 

La respuesta de Sintraelecol Bolívar y 
Valle del Cauca a este trato por parte 
de las fi liales de Unión Fenosa ha sido 
el envío de cartas a los directivos de la 
multinacional en España, al Ministerio 
de Protección Social de Colombia, 
a la Fiscalía General de la Nación, 
a la Organización Internacional del 
Trabajo y a organizaciones sindicales 
y sociales internacionales en apoyo 
a sus demandas. En dichas cartas, 
denuncian que se están violando los 
Convenios Internacionales como el 
87, 98, 111 y 154, de la Organización 
Internacional de Trabajo, ratifi cados 

por la legislación colombiana, los cuales 
manifi estan el derecho fundamental de 
todo ser humano a la sindicalización, 
la negociación colectiva, la protección 
frente a la discriminación y la protección 
en el trabajo. Todo ellos están refl ejados 
en el II Convenio Colectivo del Grupo 
Unión Fenosa con los sindicatos espa-
ñoles y, según sus propios informes, 
deben ser respetados en todos los países 
donde tiene actividad.

4.3. La parapolítica en la Costa 
Atlántica

Sin duda, la situación de violencia que 
se vive en la Costa Atlántica ha sido 
decisiva a la hora de castigar y disminuir 
los procesos de reivindicación de los 
derechos de la ciudadanía. En esta 
región, los paramilitares han asesinado 
a más de 27 líderes sociales y sindicales 
relacionados con el sector eléctrico desde 
su privatización. Entre ellos, líderes 
sindicales como Jorge Ortega García, 
vicepresidente nacional de la CUT y 
dirigente de Sintraelecol-Bolívar, y 
Martín Contreras Quintero, trabajador 
de Electrocosta y fi scal de Sintraelecol. 
Y también líderes cívicos como, por 
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ejemplo, Libardo Hernández, del 
barrio Nelson Mandela de Cartagena, 
y Miguel Espinosa, del barrio Las 
Malvinas de Barranquilla. Igualmente, 
se suceden las denuncias de amenazas e 
intimidaciones que han recibido algunos 
miembros de la Atarraya Nacional en 
Defensa del Agua y la Energía y la 
Fundación Santo Tomás Moro.

La relación entre los grupos para-
militares y el poder político era 
sobradamente conocida en la Costa, 
pero en el año 2006, a partir de la 
incautación de un ordenador pro-
piedad de Rodrigo Tovar Pupo –alias 
Jorge 40-, uno de los jefes del Bloque 
Norte de las Autodefensas Unidas 
de Colombia (AUC), se ha podido 
demostrar que los políticos apoyados 
por las AUC han copado los órganos 
de gobierno regionales6. Lo que aún 
no se ha hecho pública es la relación 
entre esta estructura política y la 
actividad económica de la región, 
es decir, entre la parapolítica y las 
empresas que operan en la Costa 
Atlántica. En cualquier caso, la 
formación de mipymes, contratas o 
cooperativas en áreas de infl uencia del 
paramilitarismo necesariamente tiene 
que contar con los grupos armados de 
una u otra manera. 

Por su parte, Unión Fenosa niega 
cualquier vínculo con el para-
militarismo, si bien nunca se ha 
comprometido en la denuncia de estos 
hechos, ni se ha desmarcado del 
asesinato de dirigentes sociales, ni 
de la connivencia entre los gobiernos 
locales y los grupos paramilitares. Es 
más, en julio de 2006 se conoció la 
existencia de un documento a nombre 
de Electricaribe y Electrocosta en el 
que se afi rmaba que el 50% de los 
450.000 trabajadores sindicados de la 
Central Unitaria de Trabajadores estaban 
relacionados con los grupos insurgentes 
de extrema izquierda: supuestamente, 
el 30% pertenecerían al ELN, el 15% 
a las FARC y el 5% al EPL. 

6) “La fuerza para-pública”, Semana, 18 de 

diciembre de 2006.

Cuando este documento fue conocido 
por los sindicatos, inmediatamente lo 
denunciaron ante la OIT porque podía 
haber favorecido el señalamiento de los 
sindicalistas y su persecución por parte 
de los grupos paramilitares. Mientras 
tanto, fuentes de las fi liales de Unión 
Fenosa sostienen que ese documento 
es anterior al año 2000, es decir, se 
supone que perteneció al antiguo 
consorcio venezolano y estadounidense 
que gestionaba las empresas eléctricas de 
la Costa, y aseguran, además, que no se 
ha vuelto a utilizar desde entonces. De 
todos modos, su reciente publicación 
plantea la incógnita de saber quién 
y cómo ha utilizado esa información 
hasta ahora.  
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En el momento en que Unión Fenosa 
adquirió Electrocosta y Electricaribe 
aplicó, desde el principio, un plan para 
hacer rentable su negocio a corto plazo, 
y éste tenía las mismas reglas que habían 
implantado en su gestión en otros países 
de Centroamérica. Básicamente, se 
concretaba en sacar el máximo provecho 
a cada una de sus actividades, a pesar 
de que supusiera la vulneración de los 
derechos de los usuarios. 

Los primeros pasos de Unión Fenosa 
en Colombia fueron denunciados por 
su gran prepotencia y agresividad. 
Actualmente, como consecuencia de 
las reclamaciones de los y las usuarias 
ha mejorado el trato. Pero la mejor 
atención al cliente no signifi ca que 
presten un servicio satisfactorio para 
la población; de hecho, continúan 
recurriendo a la subida de las tarifas, 
la reposición de los contadores, los 
abusos en los cortes y la reconexión, la 
sobrefacturación, las sanciones econó-
micas, los racionamientos encubiertos 
y la desatención de las zonas rurales.

Las compañías de Unión Fenosa siempre 
han justifi cado la mala calidad del servicio 
y las medidas que coaccionan al usuario 
recurriendo a la misma frase: la población 
caribeña tiene una “cultura del no pago”. 
Según la multinacional, el rechazo de la 
gente a pagar es consecuencia del antiguo 
monopolio estatal y su clientelismo, ya 
que los gobernadores departamentales 
eran prácticamente los dueños de las 
electrifi cadoras y exoneraban a los 
usuarios de los pagos de las facturas 
durante las elecciones.

Existen, sin embargo, numerosos fac-
tores que explican la baja recaudación 
que han tenido Electrocosta y Elec-
tricaribe y que no tienen nada que 
ver con aspectos culturales. Por un 
lado, hay que desmentir la existencia 

de esa “cultura del no pago” porque 
la población más empobrecida no 
ha sido la principal benefi ciada del 
clientelismo político, sino la propia 
administración y la elite económica 
de la región. También hay que decir, 
en este sentido, que hace ya diez 
años que se privatizaron las empresas 
eléctricas, de manera que es difícil que 
se mantenga una práctica asociada a 
la propiedad estatal. Por otro lado, 
si preguntas a un usuario sobre esta 
situación afi rmará que lo que existe 
es una resistencia al pago, es decir, la 
población se niega a pagar unas tarifas 
crecientes cuando el servicio se presta 
en unas condiciones pésimas. Porque 
las tarifas se han incrementado, y 
mucho, desde la privatización de la 
electricidad en la Costa.

5.1. Las tarifas por las nubes

El aumento de las tarifas ha sido 
generalizado desde la privatización 
de los servicios públicos. Así entre 
1997 y 2003 el gasto de las personas 
en agua, saneamiento, gas, teléfono 
y electricidad subió un 60%. Pero no 
toda la población pagó por igual este 
encarecimiento, los más desfavorecidos 
llegaron a soportar un 118% de 
incremento del gasto7. 

En el caso concreto de la electricidad, el 
alza de la tarifa ha sido realmente fuerte. 
Por ejemplo, una persona residente en 
Barranquilla (Atlántico) y que apenas 
tuviera recursos económicos, habría 
tenido que destinar el 52% de sus 
ingresos totales para pagar la factura de 
Electricaribe en 2002 y si sus recursos 
hubieran sido un poco mejores, habría 
tenido que destinar el 28%.

7) R. Bonilla González, “Regulación: una 

década de aproximaciones”, Revista de 

Derecho y Economía, nº 19, Bogotá, 2004.

Pero la situación puede empeorar cuando es 
Energía Social quien vende la electricidad, 
porque esta compañía se limita a com-
prar energía en el mercado eléctrico a 
un precio variable y traslada las subidas 
de precios a los usuarios. De este modo, 
en el barrio Villa Paz de Montería 
(Córdoba), la tarifa eléctrica es de 273,39 
pesos/kilovatio hora, mientras que en 
Madrid (España) Unión Fenosa factura el 
consumo eléctrico a 268,8 pesos/ kilovatio 
hora. Dicho de otro modo, una persona 
de un barrio de estrato 1 de la Costa 
Atlántica de Colombia paga más por la 
electricidad que un residente madrileño, 
lo que supone una clara injusticia. Hay 
que tener en cuenta que en ambos 
casos opera la misma compañía, que el 
salario mínimo español es cuatro veces 
el colombiano, y que la diferencia es aún 
mayor para las personas de estos barrios 
de Colombia, ya que no llegan a tener los 
ingresos del salario mínimo.

El incremento de las tarifas para el 
servicio de Electrocosta y Electricaribe 
ha sido el resultado de la presión que 
ha realizado Unión Fenosa al Estado 
colombiano, y el consentimiento de 
éste mediante la aprobación de las 
alzas por decreto, en concreto por el 
decreto 3860 de 2005. Los cambios 
en la legislación que favorecen a la 
multinacional, ya sea en cuestión de 
tarifas o en el deterioro de condiciones 
laborales, han sido fuertemente criticados 
pues demuestran el trato de favor del 
Gobierno a las multinacionales y su 
relación privilegiada.
  
5.2. El cobro: de las 
sobrefacturaciones a las 
sanciones

Ya sea por la prepotencia de la multi-
nacional española cuando llegó a la 
Costa Atlántica o por la dejadez de la 
Administración, el servicio eléctrico llegó 

5. IMPACTOS SOBRE LOS  DERECHOS 

ECONÓMICOS  Y  SOCIALES EN LA 

COSTA ATLÁNTICA
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“La información que nos da una factura de la electricidad”

El NIC

Es el número del contrato 

con la empresa.
Que en este caso son 2 por 

un valor de 8.141 pesos.

Son los acuerdos de pago 

con el cliente por deudas 

anteriores. En este caso hay 

1, por un valor de 156.372 

pesos.

Coste del Consumo Total, en 

este caso el coste de los 197 

KW.

Subsidio: la reducción del 

coste de la factura por el 

subsidio, en este caso la 

reducción del 40% del coste 

de 179 KW.

Alquiler del medidor.

Cuota de acuerdo de energia: 

la financiación de 1 deuda.

Interes por mora en el pago 

de anteriores facturas.

En este cuadro suele regis-
trarse el impuesto de alumb-
rado público, en el que 
también hacen CUOTA 
DE  ACUERDO ALUM-
BRADO, que es una nueva 
financiación de deuda.

Sería el pago del mes cuando 

se emite la factura más las 

facturas anteriores pendien-

tes de pagar primero.

Total facturas por pagar

Es el coste unitario (CU) 
del KWh, en esta factura 
es 257,17 pesos.

A su vez está formado de 
otros costes:

G: Es el coste de gener-
ación

T: Es el coste de trans-
misión

Pr: Pérdidas de energía 
por la red reconocidas 
por la empresa

D: Es el coste de distri-
bución

O: Otros que incluye el 
pago a la CREG o la 
SSPD

C: Es el coste de Comer-
cialización.

Tarifa de energía

Consumo y su coste 
en pesos

En él aparece el consumo 
que es subsidiado para los 
estratos 1, 2 y 3: 179 KW, 
y se dice que es el CON-
SUMO BÁSICO. Por 
encima de este consumo 
no hay subsidio, de ahí 
que en esta factura venga 
el subsidio hasta 179 KW 
y el resto del consumo 
hasta llegar a 197 KW no 
se subsidia.

Que los subsidios no se pagan al usuario, sino que se paga a la empresa y ésta los descuenta de la 

factura:Estrato 1: se reduce el 50% del coste del consumo básico.Estrato 2: se reduce el 40% del coste 

del consumo básico. Estrato 3: se reduce el 15% del coste del consumo básico.

RECORDAR

En este cuadro puede 

aparecer una larga lista de 

conceptos, entre ellos los 

más frecuentes:

Facturas por pagar

Finanaciaciones pendientes

En este caso son 197 KW

Electricidad Consumida a convertirse en un confl icto entre los 
usuarios y Unión Fenosa. De este modo, 
es lógico pensar que, a la hora de cobrar, 
las compañías de Unión Fenosa tendrían 
muchos problemas, pero la multinacional 
española respondió utilizando todos los 
medios a su alcance para incrementar 
la recaudación, fueran legales o no. Esta 
forma de operar llevó a Electrocosta y 
Electricaribe a ocupar el primer puesto 
de la lista de empresas de servicios 
públicos más denunciadas de Colombia 
en 2002, según la Superintendencia de 
Servicios Públicos. Entre las principales 
quejas estaban la sobrefacturación, 
las irregularidades en la reposición de 
contadores, y las sanciones que imponían 
las compañías a los usuarios.

Sobrefacturación

La ausencia de calibración del contador, 
la existencia de defectos en el medidor, 
la inadecuada instalación del mismo, etc. 
son la causa de la existencia de facturas 
que no se corresponden con el consumo. 
La sobrefacturación puede llegar a ser 
especialmente grave en aquellos barrios 
que cuentan con contadores comu-
nitarios, donde se estima el consumo de 
cada casa pero no se mide, y donde la 
población no entiende cómo es posible 
que lleguen recibos tan altos cuando hay 
racionamiento de energía. 

Efectivamente,  la compañía siempre 
factura un voltaje superior al que real-
mente consumen los usuarios de los 
contadores comunitarios, debido entre 
otras razones al nivel de tensión que 
factura, más caro del que debería, y a la 
enorme pérdida de energía a través del 
mal estado de los cables.

También puede llamarse sobrefactu-
ración a las irregularidades en la emisión 
de recibos, como por ejemplo cuando 
a una persona le llegan dos facturas al 
mismo domicilio, o bien, cuando a un 
vecino del barrio de La Boquilla en 

Cartagena (Bolívar) le llegaba una factura 
mensual de Electrocosta a una parcela sin 
ningún tipo de construcción, ni contador, 
y a pesar de lo evidente del error, el vecino 
tuvo que establecer un pleito durante cinco 
años para que Electrocosta reconociera la 
inexistencia de la deuda de 8 millones de 
pesos, que querían hacerle pagar. El señor 
fi nalmente ganó el pleito, pero afi rmaba:

 “Yo ya no quiero saber nada de 
esa empresa, eso lo mata a uno a 

disgustos. Al fi nal con un abogado 
pagué plata y me dieron la razón, 

pero pagando plata. Ganar el pleito 
no compensa ni económica ni 

moralmente.”   

Abusos en la reposición de los 
medidores

Gran parte de las denuncias de los usuarios 
se refi eren a las irregularidades que 
cometen las contratas en la manipulación 
de los medidores. Y también a la facilidad 
con la que Electrocosta y Electricaribe 
acusan a los clientes de manipular dichos 
contadores sin pruebas.

En numerosas ocasiones, la revisión 
técnica de las contratas en los domicilios 
termina con la desinstalación del 
medidor. En este proceso puede ocurrir 
que los técnicos efectúen su actividad 
sin la presencia del responsable, que no 

informen de las razones que justifi can 
esta acción, incluso pueden llegar a 
afi rmar que el cambio es provisional y 
que no tendrá coste. Teóricamente, el 
usuario puede llamar a un técnico de su 
confi anza para que revise este proceso. 
El problema es que la compañía le 
otorga, exactamente, 15 minutos para 
encontrar al técnino sin previo aviso, y 
así difícilmente el cliente puede estar 
bien asesorado. 

El período para que la compañía analice 
el contador y certifi que su validez o 
invalidez es de treinta días, período que se 
ha superado con creces en muchos de los 
barrios de estrato 1 y 2. Además, tampoco 
han dado medidores sustitutos en muchas 
ocasiones, por lo que se podía estar meses 
o incluso años sin tener un medidor. La 
situación límite a la que se puede llegar 
es representada por el caso de una vecina 
del barrio de La Boquilla, en Cartagena 
(Bolívar), que después de tres años sin 
tener contador recibió una factura por el 
valor de todo lo que supuestamente había 
consumido en ese período: cerca de cinco 
millones de pesos. Obviamente, no sabía 
cómo se habían medido ni, por supuesto, 
cómo los iba a pagar.

La extracción de contadores no sólo 
incrementa el recibo por la irregularidad 
en la facturación, también hay que 
sumar el pago por reconexión al servicio, 
aunque se ha denunciado la inclusión 

Denuncia de la Junta de Acción 

Comunal de Villa del Mar-La Cangrejera.

Fuente: Junta de Acción Comunal de 

Villa del Mar-La Cangrejera
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de este cargo sin que le hayan cortado 
la luz al usuario. Y es que,  desde la 
llegada de Unión Fenosa a la Costa, ha 
habido muchas denuncias de afectados 
a quienes no se les ha cortado el servicio 
pero sí se les ha cobrado el extra corres-
pondiente en la factura. El coste por 
la reconexión es la gota que colma el 
vaso de la capacidad de pago, ya que la 
factura puede llegar a multiplicarse por 
siete por este concepto. Todo ello da 
lugar a lo que se ha llamado “abuso de 
la posición dominante” de las empresas 
de Unión Fenosa ante la población.

Así, no es de extrañar que a veces la 
situación derive en actitudes violentas y 
en enfrentamientos, incluso, con los ope-
rarios técnicos. Por lo que respecta a la 
empresa, un ejemplo de su respuesta ante 
la oposición de la vecindad lo tenemos 
en lo que sucedió en el corregimiento de 
Segovia (municipio de Sampués, Sucre): en 
septiembre de 2006, envió allí una cuadrilla 
de Electrocosta, acompañada de la policía, 
para cortar las conexiones por la noche.

Las sanciones

Las sanciones se han constituido como 
otra forma de recaudación para Elec-
trocosta y Electricaribe, dada la facilidad 
con la que imponen este tipo de multas 
ante la mínima sospecha de fraude. 

El proceso que tienen las compañías de 
Unión Fenosa para imponer multas es 
tan enmarañado como sus propias redes 
en los llamados barrios subnormales. 
Se inicia cuando una cuadrilla visita 
un domicilio para hacer una revisión 
técnica a los contadores, en ese momento, 
si los técnicos sospechan una posible 
irregularidad, tienen que emitir un acta 
de revisión. A partir de ahí, la compañía 
da por hecho que el usuario sabe que ha 
empezado un proceso administrativo que 
le culpa de fraude; que tiene derecho a 

Legislación a favor de la capaci-

dad de multar por Electrocosta 

y Electricaribe

Legislación en contra de la 

capacidad de multar por Elec-

trocosta y Electricaribe 

Resolución Creg 108 de 1997.

Sentencia de la Corte 

Constitucional T558 de 2006.
Contrato de Condiciones 

Uniformes (Ley 142)  

Sentencia de la Corte 

Constitucional T224 de 2006.

Sentencia de la Corte

 Constitucional T720 de 2005.

Resolución de la Superintendencia de 
Servicios Públicos que expresa la posición 
dominante de la multinacional española.
Fuente: Red Caribe de Usuarios de 
Servicios Públicos

presentar en 5 días los llamados descargos, 
es decir, su defensa; que la compañía debe 
responder en un tiempo determinado 
y que, ante la respuesta de la compañía, 
el usuario tiene derecho a presentar 
un recurso a la Superintendencia de 
Servicios Públicos...

Evidentemente, la mayoría de las 
personas no conoce tales pasos, como 
la misma Superintendencia reconoce en 
una de sus resoluciones.

En defi nitiva, el resultado fi nal suele ser 
la imposición de una sanción. En estas 
acciones, la compañía se erige como juez 
y parte demandante, y aunque es una 
situación claramente injusta, las instancias 
judiciales y reguladoras no se ponen de 
acuerdo sobre su legalidad. La causa de 
dicho enredo es un elevado número de 
leyes y sentencias contradictorias a la 
hora de multar.

En esta situación de confusión, quien sale 
benefi ciada es la multinacional, por tres 
razones. La primera, porque la empresa 
tiene servicios jurídicos especializados 
que defi enden su postura y que, además, 
disponen de mucho dinero para mantener 
un proceso judicial. La segunda, porque 
en estos servicios jurídicos, las compañías 
de Electrocosta y Electricaribe han 
contratado a abogados que fueron 
magistrados de la Corte Suprema de 
Justicia, y que mantienen muy buena 
relación con los compañeros que todavía 

están ejerciendo. Como 
afi rma un abogado labora-
lista de Barranquilla, “los 
magistrados en activo les 
deben algunos favores y se 
lo pagan con fallos a favor 
de Electricaribe”. 

La tercera de las vías que 
utiliza Unión Fenosa para salir favorecida 
es la presión que realiza al usuario. La 
multinacional utiliza, para asustar al 
cliente, el hecho de que el robo de energía 
se considera un delito, le amenaza con 
una demanda por vía penal, y le ofrece 
por otro lado la reducción de la sanción 
y facilidades de pago. Ante esta oferta, y 
con el miedo de una denuncia, la persona 
suele acceder a pagar la multa. Este tipo 
de presión ocurre, incluso, cuando la 
persona ha impuesto un recurso ante la 
Superintendencia para defenderse, y no 
se ha confi rmado si ha existido fraude o 
no. Por último, puede resultar llamativa la 
actitud de la empresa ante las multas que 
le pone la Superintendencia de Servicios 
Públicos cuando certifi ca sus actos ilegales, 
y es que la multinacional retrasa todo lo 
que puede el pago de estas multas que 
llegan a dejar pendiente durante años8. 
La compañía utiliza un doble rasero en 
este sentido, coacciona a sus usuarios 
multados pero ignora las multas que le 
ponen a ella.

5.3. El suministro de electricidad 
según una multinacional

Cuando una multinacional de la elec-
tricidad corta el suministro a la población 
porque no recauda lo sufi ciente, sin tener 
en cuenta las consecuencias sociales y 

8) Según una entrevista realizada por OMAL 

al Superintendente Delegado para Energía y 

Gas, en octubre de 2006.

sanitarias que pueda tener, se demuestra 
que este servicio ha dejado de ser público 
para convertirse en una mercancía 
controlada por una compañía privada. 
Como en toda venta de un producto, estas 
empresas sólo venderán un buen servicio 
eléctrico a quienes puedan pagarlo, 
independientemente del impacto sobre 
la calidad de vida de aquellas personas 
que no tienen sufi ciente dinero para 
cubrir las facturas. 

Apagones

Las empresas de Unión Fenosa son 
conscientes de que gestionan un 
bien necesario para la población y, 
con el objeto de presionar al pago 
en los barrios más empobrecidos, les 
someten a continuas interrupciones de 
electricidad. Y es que Electrocosta y 
Electricaribe están acusadas de abusar 
de los cortes masivos e indiscriminados, 
así como de implantar un programa 
de mantenimiento indefi nido, que 

Cortes de electricidad justifi cados 
como mejoras técnicas.
Fuente: Red Caribe de 

Usuarios de Servicios Públicos.

Incremento
de la factura
por Recargo 

de Reconexión.
Fuente: Red Caribe 

de Usuarios de 
Servicios Públicos
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no es sino una forma encubierta de 
racionar la energía. Como muestra, 
un botón: desde la programación de 
mantenimientos en 2003 y 2004, la 
subestación Río Sinú, en Montería 
(Córdoba), dejó de funcionar más 
de 90 veces.

Las compañías achacan los cortes del 
suministro a las reparaciones técnicas, 
a las voladuras de la infraestructura 
atribuidas a la guerrilla, o a la deuda 
de algunas comunidades, pero 
siguen llevando a cabo frecuentes 
apagones que no están programados 
y en los que no hubo información 
previa: más de la mitad del total de 
las interrupciones realizadas por 
Electrocosta y Electricaribe desde 
2001 a 2005 no eran legales. El ahorro 
que representan para la empresa los 
apagones le supone a la población 
la ausencia de refrigeración para los 
alimentos y los medicamentos, la falta 
de iluminación de las escuelas, calles 
y casas o la paralización de aparatos 
eléctricos en los hospitales. Y las 
consecuencias de los apagones son más 
graves cuando se corta la electricidad 
a los acueductos municipales.

La multinacional española 
considera injusto que las 
empresas de distribución 
de agua no le paguen por 
el servicio, y la manera 
que tiene de convencer 
para el pago es cortando la 
electricidad. El acueducto 
municipal, ante la ausencia 
de energía, paraliza su 
actividad y la principal 
afectada es la ciudadanía, 
que se queda sin agua 
potable. Como consecuencia 
de uno de estos cortes, 
ocurrido en el municipio 
de Malambo (Atlántico) 

en 2005, se afectó al servicio de agua 
durante más de seis días, lo que originó 
problemas sanitarios y de higiene que 
afectaron fundamentalmente a la 
población infantil.

Si bien Electrocosta y Electricaribe están 
muy lejos de prestar un servicio adecuado, 
es cierto que en los últimos años han 
reducido tanto la duración como la 
frecuencia de los cortes de suministro. 

Eso sí, la mejora sólo se ha producido 
después de las masivas manifestaciones 
de la población costeña para forzar la 
negociación entre el Ministerio de Minas 
y Energía y las compañías.

Abandono del medio rural

Los apagones pueden ser causados 
porque la compañía directamente 
corte el suministro eléctrico, o bien 
pueden ser por fallos en una red 
eléctrica deteriorada. Los llamados 
barrios subnormales eléctricamente y 
las zonas rurales tienen que afrontar 
los dos tipos de apagones. El primer 
caso se desarrollará en un apartado 
especial dedicado a Energía Social; 
el segundo caso, la extensa área rural 
de la Costa Atlántica, ha sufrido 
los perjuicios ocasionados por el 
abandono de las redes y de los servicios 
de comercialización.

Noticia sobre las consecuencias 
de los cortes de electricidad de 
Unión Fenosa.
Fuente: Red Caribe de Usuarios 
de Servicios Públicos.

Punto de pago de 
Electrocosta en 
una zona rural 

de Córdoba.
Autora: Erika González

Podrían describirse multitud de casos 
en los que la población rural se ve 
impotente ante la desidia que muestran 
Electrocosta y Electricaribe por la 
prestación de un mal servicio eléctrico. 
Pero vamos a citar sólo algunos que sirvan 
de ejemplo, como el del corregimiento 
de Neiva, Pueblo Nuevo (Córdoba), 
donde se quemó un transformador en 
julio de 2005 y en septiembre de ese año 
la comunidad seguía sin electricidad y 
sin respuesta de la compañía. O en este 
mismo corregimiento, en veredas donde 
las redes son “puro palito”, el vecindario 
ha reclamado una mejora de la 
instalación, ante el peligro de accidente 
que esto puede tener, pero tras meses sin 
respuesta de Electrocosta, los mismos 
vecinos tuvieron que comprar los postes 
y bloquear el paso de una cuadrilla 
para que se desviaran y los instalara. 
También en el municipio de Sampués, 
Segovia (Sucre), donde la población ha 
crecido pero no se ha invertido un peso 
en ampliar las redes, por lo que están 
saturadas y funcionan mal. 

La ausencia de respuesta de la com-
pañía ante los problemas, sumada a 
la inactividad de la administración, 
ha hecho que en varios municipios la 
población pasara a la vía de los hechos. 

En San Antero y Puerto Escondido 
(Córdoba), en el año 2004 se llevó a cabo 
una movilización en la que se quemó 
la ofi cina de cobro de Electrocosta, 
mientras en Pueblo Nuevo (Córdoba) 
se llegó a cortar una de las principales 
vías de comunicación de la Costa con el 
interior del país y en Calamar (Bolívar) 
la cuadrilla, acompañada por la policía, 
tuvo que salir huyendo cuando fueron 
recibidos con piedras.

Energía prepago

La última novedad que ha puesto en 
marcha Unión Fenosa se llama energía 
prepago y supone eliminar de un 
plumazo el carácter de servicio básico 
que tiene la electricidad. Para ser más 
correctos, esta forma de gestionar la 
energía no es ninguna novedad, se 
lleva hablando de la instalación de 
contadores prepago desde que entró la 
multinacional en Colombia, allá por el 
año 2000. Su funcionamiento es igual 
que las tarjetas prepago de los celulares: 
se compra previamente una tarjeta con 
un saldo y el usuario tiene electricidad 
hasta que se le acabe el saldo, en ese 
momento él mismo se corta la energía. 
La idea es tan benefi ciosa para la 
multinacional que lleva intentado 

implantarla años, pero es tan perjudicial 
para la población que hasta ahora no se 
han atrevido a hacerla realidad.
 
La gestión de la energía que 
correspondía al Estado, cuando las 
empresas eran públicas, ha pasado a 
manos privadas con las medidas neo-
liberales, y éstas, para incrementar sus 
benefi cios y deshacerse de cualquier 
responsabilidad, le han trasferido 
esta labor al propio usuario. Los dos 
grandes problemas en este traspaso de 
responsabilidades son, por un lado, que 
la mayor parte de las personas en la 
Costa Atlántica no tiene recursos para 
gestionar la electricidad, de manera 
que se queda sin ella, y por el otro, que 
los ingresos del servicio no se trasladan 
como la responsabilidad, sino que los 
sigue concentrando la multinacional9.

No es de extrañar, entonces, la respuesta 
de rechazo que han tenido los intentos de 
instalación de estos contadores. Uno de 
los últimos episodios fue en Polonuevo 
(Atlántico): en mayo de 2007, los 

9) A pesar de la injusticia que suponen los 

contadores prepago, son legales, la Comisión 

Reguladora de Gas y Energía les dio el visto 

bueno en la resolución 096 de 2004.

Noticias sobre las protestas ciudadanas contra el servicio 
eléctrico de Unión Fenosa en 2002. 
Fuente: Red Caribe de Usuarios de Servicios Públicos
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habitantes de este municipio organizaron 
una manifestación de rechazo que acabó 
con el bloqueo de una de las principales 
vías de acceso al pueblo y con el ataque 
a la alcaldía, que previamente había dado 
su aprobación a la instalación de este 
tipo de contadores10.

5.4. La respuesta de la ciudadanía

Al inicio  del capítulo decíamos que 
actualmente Unión Fenosa tiene en 
la Costa Atlántica una mejor atención 
al cliente, como consecuencia de las 
continuas reclamaciones por parte de 
los usuarios y usuarias. En el apartado 
donde se describen los abusos en el 
cobro, también hacíamos referencia 
a las masivas reclamaciones en 2002. 
Posteriormente, cuando hablábamos de 
los cortes del suministro, afi rmamos que 
actualmente la frecuencia y duración 
de estos cortes era menor gracias a 
las negociaciones entre el Ministerio 
de Minas y Energía y la compañía, 
que sólo tuvieron lugar después de 
continuas manifestaciones y cortes 
de carretera. Por último, el abandono 
rural y el intento de instalación de 
contadores prepago ha sido respondido 
con contundencia por la población. Es 
decir, la ciudadanía no se ha quedado 
de brazos cruzados y ha utilizado todas 
las vías que ha podido para reclamar el 
respeto a sus derechos.

Actualmente, siguen existiendo fuertes 
protestas ante el mal servicio eléctrico 
de Unión Fenosa, pero están muy 
localizadas en aquellos municipios o 
barrios con mayores problemas. En 
cambio, hubo un período, desde la 
entrada de Unión Fenosa al año 2003, 
cuando la movilización social fue 
generalizada en toda la Costa, la 
pregunta que nos hacemos es ¿qué 
ha pasado para que se haya apagado 
parte de la respuesta social? Con el 
fin de responder a esta pregunta, 
vamos a hacer memoria de lo que ha 
acontecido relacionado con las recla-
maciones ciudadanas.

10) “Comunidad rechaza proyecto de energía 

prepago - Furia en Polonuevo”, El Heraldo, 

Barranquilla, 22 de mayo de 2007.

Las movilizaciones sociales se iniciaron 
nada más privatizar el servicio eléctrico de 
la Costa Atlántica, y continuaron con la 
entrada de Unión Fenosa en el año 2000. 
Dos años después, estaban conformadas 
y funcionando las mesas de trabajo 
regionales. En ellas, la CUT, Sintraelecol y 
los dirigentes cívicos tuvieron un destacado 
papel, y convocaron una huelga el 25 de 
julio de 2002, que vino precedida de la 
Gran Marcha Regional de Antorchas. 
Simultáneamente, los cortes de carretera, 
las marchas a las ofi cinas de Electrocosta 
y Electricaribe, la desobediencia al pago o 
la retención de operarios eran continuas. 

Con estas movilizaciones, así como 
con la declaración del estado previo a 
la quiebra de Electricaribe a fi nales de 
2002, se obligó a las empresas y a las 
instituciones públicas a sentarse junto 
con las comunidades en las mesas de 
concertación. Éstas concluyeron en el año 
2003 con el Acuerdo de Malambo, donde 
todos afi rmaron que para solucionar el 
mal servicio eléctrico, había que asumir 
una serie de compromisos, tales como 
limitar los cortes masivos de energía a 
los barrios subnormales, proceder a un 
plan de acondicionamiento de las redes 
y reducir la deuda vencida de los barrios 
a la compañía11. 

A partir del año 2003, aunque siguieron 
produciéndose protestas, no fueron tan 
generalizadas. Las medidas institucionales 
—como los subsidios, las inversiones 
en infraestructura o la aprobación de 
nuevas leyes— sirvieron para mejorar las 
condiciones económicas de las empresas 
de Unión Fenosa, mientras que las me-
sas de negociación permitieron que la 
empresa ofreciera una imagen de diálogo 
con la comunidad. 

La visión de la compañía tras las 
negociaciones es tan positiva que llegó 
a proclamar la solución de todos los 
problemas del servicio eléctrico en un 
corto periodo de tiempo. 

11)  El compromiso al que se llegó fue el 

pago de la deuda entre todos los agentes, así 

los vecinos y vecinas debía pagar el 25% de la 

deuda, la compañía otro 25%, la Nación el 30% 

y los gobiernos locales y regionales el 20%.

Actualmente, las comunidades no 
piensan lo mismo, mantienen que conti-
núan los problemas más graves, con la 
diferencia de que no existe una respuesta 
social de toda la Costa para denunciarlos. 
Las razones las explica muy bien una 
vecina del barrio de Entrerríos, en 
Riohacha (La Guajira): “la dilatación 
de los procesos debilitó la protesta, a la 
vez que los pañitos de agua caliente de la 
administración, la eliminación selectiva 
de los líderes sociales y las amenazas 
favorecían la apatía de la comunidad”. 

Y, efectivamente, había muchas causas 
que facilitaban la disminución de la 
protesta ciudadana: el debilitamiento 
del sindicato eléctrico, que había sido 
muy importante en la resistencia contra 
las compañías privadas; la invitación a 
las mesas de concertación de dirigentes 
sociales que no habían participado en las 
protestas sociales; la falta de confi anza 
en éstos y la cooptación de muchos 
vocales de control que, a pesar de ser 
los defensores legales del usuario, en la 
mayoría de los casos son considerados 
por la población como afi nes a las 
empresas de Unión Fenosa. 

Al igual que en la actividad sindical, el 
mayor freno a la defensa de los derechos 
sociales han sido las amenazas de muerte 
y los asesinatos de dirigentes sociales a 
manos de los grupos paramilitares. 

Según su publicidad, Energía Social 
es una empresa comercializadora de 
electricidad de la Costa Atlántica 
que se encuentra adaptada a las 
necesidades de las personas más po-
bres, que son los únicos clientes de 
la compañía. Los principales accio-
nistas de Unión Fenosa afi rman que 
la creación de Energía Social ha 
sido una novedosa estrategia para 
lograr de forma defi nitiva una mejora 
eléctrica de los barrios subnormales. 
De hecho, en el año 2006 ganó el 
premio European Marketplace de 
Responsabilidad Social Corporativa 
en la categoría de innovación. Sin 
embargo, la publicidad está hecha 
para vender, no informa, sólo ofrece 
la visión comercial de la empresa. 
Así que, para saber si Energía Social 
supone un avance, o no, en el servicio 
eléctrico de la Costa, hay que conocer 
para quiénes fue creada, por qué, 
cómo es su forma de operar, y cuál 
es la visión de la población a la que 
supuestamente benefi cia.

6.1. Los barrios subnormales

Energía Social fue creada para los barrios 
sin redes eléctricas adecuadas que en 
Colombia han sido llamados barrios 
subnormales. La intención que estaba 
detrás de su origen era la separación en una 
empresa específi ca de la población menos 
rentable y más crítica que habitaba estos 
barrios. La multinacional había llegado 
a la conclusión de que debía separar la 
población más pobre que causaba las 
mayores protestas si quería hacer negocio. 

Desde el punto de vista del servicio 
eléctrico, estos barrios son defi nidos como 
los asentamientos humanos que se ubi-
can en las cabeceras de los municipios 
pertenecientes al Sistema Interconectado 
Nacional y que obtienen la electricidad 
conectándose, sin autorización, a la red. 
La institución responsable de clasifi car un 
barrio como subnormal eléctricamente es 
la alcaldía. La multinacional ha empleado 
todos sus recursos para evitar estas cone-

xiones no permitidas, pero ha sido una tarea 
en vano porque éstas son un refl ejo de la 
difícil situación social de barrios formados 
por comunidades de desplazados, y no 
desaparecerán hasta que estas comunidades 
puedan vivir en condiciones dignas.

Los desplazados proceden de las áreas 
rurales y han tenido que salir de sus lugares 
de origen debido, fundamentalmente, al 
confl icto armado. El principal destino de las 
víctimas de los desplazamientos forzados 
suele ser las cabeceras departamentales, ya 
que en la periferia de estas ciudades tienen 
más probabilidades de encontrar un medio 
de subsistencia y es el lugar donde más 
fácilmente pueden permanecer invisibles 
y no encontrarse de nuevo con los actores 
armados que causaron su desplazamiento.

El desplazamiento forzado hace perder a 
las personas todo su patrimonio material 
y cultural, de este modo su llegada a la 
ciudad se traduce en una triple pérdida: 
de su inserción social, del signifi cado de 
su experiencia histórica y del derecho 
a tener derechos. Las comunidades 
de desplazados son estigmatizadas y 
miradas con desconfi anza por el resto 
de la ciudadanía, que los percibe como 
unas personas extrañas que afean la 
ciudad y representan la urbanización 
del confl icto. Además, dentro de las 
propias comunidades hay ciertos recelos, 
como resultado de que muchos de sus 
miembros les han traicionado y han 
impedido los intentos de constituir una 
sólida organización de desplazados12.

12) Alfredo Correa, «Pistas para un nuevo 

rumbo. Patrimonio y personalidad jurídica de 

los desplazados del distrito de Barranquilla». 

Observatorio de Derechos Humanos y 

Derecho Humanitario. Barranquilla, 2005.

6. ¿A QUIÉN BENEFICIA

ENERGÍA SOCIAL 

DE LA COSTA?

Estado de las redes de 
electricidad en los barrios 
más empobrecidos.
Autora: Erika González
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La necesidad de un asentamiento rápido 
ha obligado a las personas desplazadas 
a construir infraviviendas en áreas 
sin ningún tipo de acondicionamiento 
ni servicio básico. Para proveerse de 
energía, han utilizado los materiales que 
pudieron conseguir y han pinchado la 
instalación eléctrica más próxima. Por 
ello, hay tal cantidad de cables acoplados 
al transformador de entrada de la energía 
que hasta más de un centenar de casas 
pueden estar conectadas a la vez. Las 
redes eléctricas fueron levantadas por los 
propios vecinos a base de palos, alambres 
y cables con nudos a modo de empalmes. 
Una infraestructura como esta conlleva, 
como es natural, un gran peligro para la 
salud y la vida de las personas que viven 
en el barrio, porque cualquier tormenta 
hace que se desplomen los postes y los 
cables, con el consiguiente peligro de 
electrocución. Según Energía Social, se 
estima que en los barrios subnormales 
viven 296.000 familias.

El gran número de hogares que se 
conectan a un transformador y la au-
sencia de un polo a tierra provoca que se 
generen subidas y bajadas de tensión, que 
pueden ocasionar tanto el deterioro de los 
electrodomésticos como la electrocución de 
las personas. Aunque no existen estadísticas 
ofi ciales del número de víctimas mortales 
que se han producido como consecuencia 
de las subidas de tensión en los barrios de 
la Costa, cada vecindario lleva su propia 
cuenta. Por ejemplo, en el barrio 7 de 
abril de Barranquilla se enumeran hasta 

25 muertes por este motivo en menos de 
siete años. Además, este tipo de sucesos 
afecta principalmente a mujeres, niños y 
niñas, que son quienes permanecen más 
tiempo dentro de las casas. 

El 19 de marzo de 2007, la explosión de 
un transformador —que llevaba meses con 
problemas— en el barrio Nelson Mandela 
de Cartagena generó una subida de voltaje 
que mató a cuatro personas de una misma 
familia. Y en el año 2006, como relata su 
madre, murió electrocutada una niña de la 
Villa 2 de Septiembre de Sincelejo (Sucre): 

“La nevera tenía tanto voltaje que 
la atrajo y la quemó, porque la luz 
eléctrica no es un perro al que le 

pongo el bozal para que no muerda. 
Eso es algo que tienen que manejar los 
técnicos, no nosotros. Ellos dijeron lo 

sentimos mucho, son cosas de la vida... 
Lo dijo un funcionario de la empresa 

con una trabajadora social. Ellos 
[Electrocosta] tenían en sus informes 
que estaba todo con redes trenzadas, 

pero cuando vino el ingeniero de 
Barranquilla para estar en mi casa se 
fue sin verla, porque andando por el 

barrio se dio cuenta de que los pelos de 
las guayas son un peligro. En el mismo 
momento que se electrocutó la niña, se 
quemaron los altavoces de un vecino y 
el televisor de otro, pero la compañía 
dice que fue un descuido mío, ¿y yo 
cómo voy a evitar que se le quemen 

esos aparatos? Yo lo que sé es que a mi 
hija la cogí hecha carbón”.

Si se está hablando de pérdida de vidas 
humanas por el mal estado de la red, la 
pregunta de cualquier persona ante esta 
situación es ¿por qué Unión Fenosa no 
las cambia? La respuesta de la compañía 
es que en la compra de Electrocosta y 
Electricaribe sólo adquirieron las redes 
normalizadas, esto es, aquellas que tenían 
las condiciones técnicas óptimas para 
entrar en funcionamiento. También argu-
mentan que no van a invertir un peso en 
expandir una infraestructura buena en 
estas zonas con problemas de recaudación 
porque luego no pueden recuperar el gasto 
realizado. Así, la responsabilidad de que 
se sigan produciendo accidentes como los 
citados parece recaer sobre los habitantes de 
las comunidades, ya que son ellos quienes 
supuestamente deben velar por mantener 
la infraestructura en buen estado, aunque 
no tengan ni los conocimientos ni los 
recursos para hacerlo.

Sin embargo, la situación pudiera 
haber sido bien diferente si se 
hubiera generalizado la sentencia 
del Tribunal Administrativo de La 
Guajira que, en febrero de 2001, 
falló en contra de Electricaribe ante 
la acción popular presentada por 
los habitantes del barrio de Buenos 
Aires, en Riohacha. 

Pero unos meses después, la Comisión 
Reguladora de la Energía y el Gas 
(Creg) aprobaba una resolución que 
contradecía esta sentencia y la con-
denaba al olvido. La Resolución 120 
sobre la gestión del servicio en los 
barrios subnormales señalaba como 
únicos responsables del estado de las 
redes a los gobiernos locales y permitía 
que la multinacional se desentendiera 
totalmente de este trabajo. 

6.2. El origen de Energía Social

Teóricamente, la Resolución 120 de la 
Creg era algo temporal y debía servir para 
la normalización eléctrica de los barrios, 
hasta que el gobierno municipal instalara 
la red adecuada. Mientras, los barrios 
tenían electricidad mediante la ubicación 
de un único contador comunitario para 
todo el barrio y la emisión de una sola 

“Noticias que refl ejan el alto grado de 
electrocución en los barrios”

Fuente: Red Caribe de Usuarios de Servicios Públicos.

factura para la comunidad, cuyo coste 
total se repartía por domicilio a través del 
llamado censo de carga, es decir, a través 
de una estimación del consumo según el 
número de electrodomésticos, bombillos, 
etc. Quien gestionaba el reparto de recibos, 
la recaudación o el recuento de domicilios 
conectados ya no era la multinacional, 

sino que era un vecino del barrio que 
solía ser parte de la Junta de Acción 
Comunal y pasaba a desempeñar el cargo 
de Suscriptor del Servicio. El hecho 
de que una persona del barrio fuera la 
que le hacía el trabajo a la compañía 
ha generado muchos confl ictos que no 
sirvieron para mejorar la situación. La 

realidad fue que los gobiernos municipales 
no normalizaron los barrios y la supuesta 
temporalidad de la Resolución 120 pasó a 
ser defi nitiva. 

Con el objeto de evitar nuevas sentencias 
en los tribunales que volvieran a señalar 
como responsable a la multinacional espa-
ñola, el Gobierno de Álvaro Uribe aprobó 
una serie de leyes en 2003 para crear la 
categoría de Zonas Especiales13. Y éstas 
se clasifi caban en:

En todas ellas, la legislación establecía 
que el principal encargado de la mejora 
de sus redes eléctricas era el Estado, 
a pesar de que se había privatizado el 
servicio hacía cinco años. Del mismo 
modo, establecía la continuidad de los 
contadores comunitarios y la fi gura del 
Suscriptor del Servicio. En defi nitiva, 
toda esta normativa permitió a Unión 
Fenosa crear en el mismo año, en 2003, 
la empresa Energía Social. Aunque 
la publicidad lo anuncie como una 
forma novedosa y adaptada para 
vender electricidad a los que menos 
recursos tienen, funciona exactamente 
igual a como lo hacían Electrocosta y 
Electricaribe en estos mismos barrios. 
Es decir, Energía Social únicamente 
lleva la electricidad hasta el contador 
comunitario y factura el consumo, el 
resto de actividades que se necesiten en 
cuestión de electricidad dentro del barrio 
tiene que gestionarlo la comunidad. 

Así que lo único novedoso de las acciones 
del Gobierno y la empresa era que habían 
hecho legal la situación que ya existía, 
sólo habían creado leyes para que pudiera 
ponerse en marcha Energía Social sin que 

13) Ley 812 y 3735 de 2003.

a) El presupuesto necesario para llevar a cabo la normalización eléctrica se muestra en 

millones de pesos.

Fuente: Energía Social. Redes para la Subnormalidad Eléctrica, 2006.

Departamentos

Atlántico

Magdalena

Bolívar

Cesar

Córdoba

La Guajira

Sucre

Total familias

Presupuesto a

En proyecto

17.469

2.625

3.530

3.152

0

0

0

26.776

28.253

Faltan

80.490

89.211

44.969

25.816

11.697

11.160

5.815

269.158

316.989

Total

97.959

91.836

48.499

28.968

11.697

11.160

5.815

295.934

345.243

Familias pendientes de la 
normalización eléctrica

Número de familias por departamento en 
los barrios subnormales

Sentencia del Tribunal Administrativo de La Guajira que
responsabiliza a Unión Fenosa del mal estado de las redes de los barrios.
Fuente: Red Caribe de Usuarios de Servicios Públicos

Zonas Subnormales Urbanas.

Áreas Rurales de Menor Desarrollo, 
con un índice de calidad de vida 
inferior al 46,6% de la media nacional.

Zonas de Difícil Gestión, en las que 
más del 50% de los vecinos tienen 
una deuda superior a 90 días.



34| |35

las denuncias de los vecinos y vecinas se 
lo impidiesen. Energía Social,  después 
de más de cuatro años de actividad, 
afi rma que hace todo lo posible por 
normalizar el servicio eléctrico de los 
barrios subnormales, el problema es 
que las estadísticas no dicen eso. El 
avance real en la instalación de las 
redes con unas características técnicas 
buenas ha sido muy limitado: hasta 
el 2007, sólo se ha llevado a cabo la 
normalización eléctrica del 9% del 
total de las familias que viven en estos 
barrios. Y es que, para cumplir con la 
supuesta fi nalidad social de la empresa, 
Unión Fenosa viene reclamando que 
se destinen más recursos económicos 
del Estado –casi 317 mil millones de 

pesos14– para poder llevar a cabo la 
mejora de las instalaciones eléctricas y 
solucionar por fi n los problemas de la 
electricidad en la Costa Atlántica. 

6.3. ¿Por qué lo llaman Energía 
“Social”?

A lo largo de la descripción que hemos 
hecho sobre lo que hay detrás de Energía 
Social, hemos visto cómo la comunidad 
debe hacerse cargo de sus redes y, en una 
primera etapa, la empresa se comunicaba 
a través de un representante de la 
misma comunidad, llamado Suscriptor 

14) La cifra exacta que establece Energía 

Social es 316.989.600.000 pesos.

de Servicio de Barrios Subnormales. Tal 
y como se ha descrito anteriormente, el 
suscriptor jugaba un papel muy activo 
en la gestión de la electricidad, porque 
era el responsable de recibir la factura 
comunitaria y de reclamar su pago al 
resto de vecinos, además de controlar 
quiénes se conectaban sin estar 
registrados. Por supuesto, esto tenía su 
compensación económica: a cambio, 
se le pagaba un 14% de lo recaudado, 
eso sí, sin ningún tipo de contrato ni 
condiciones laborales. A todo esto, lo 
llamaba Unión Fenosa “participación 
comunitaria en la gestión” y, según la 
compañía, los vecinos estaban presentes 
en las decisiones que se toman acerca 
del barrio en todo momento.

Los recaudadores y las recaudadoras

El inicio del contrato con Energía 
Social tenía, y sigue teniendo, su origen 
cuando el suscriptor del barrio fi rmaba 
junto con la alcaldía un convenio con 
la empresa. En éste se establece dónde 
se ubica el contador comunitario, cuál 
es el período de facturación y cuántos 
días de racionamiento de luz hay para 
reducir el monto total de la factura. La 
participación que, según la empresa, ha 
tenido el vecindario ha sido a través 
del suscriptor, que como representante 
debería informar y consultar al resto de 
los vecinos y vecinas todo lo que conlleva 
el contrato y el modo de llevarlo a cabo. 
El problema es que en muchas ocasiones 
no ha sido así, en numerosos barrios 
no se han difundido las condiciones 
en que se había fi rmado el convenio 
ni las características del contrato. Y el 
hecho en sí de que otro vecino sea el 
representante de la empresa y fi scalice 
lo que ocurre en el barrio ha causado 
numerosos enfrentamientos.

Por otro lado, también se han denunciado 
casos en los que estos representantes, 
como recaudadores que eran, falsi-
fi caban las facturas incrementando por 
su cuenta el monto total para quedarse 
luego con la diferencia. Esto ha ocurrido 
en el barrio de Nueva Esperanza de 
Montería (Córdoba) y en Brisa del Mar 
de Riohacha (La Guajira). Semejantes 

La continuidad del mal estado de las redes eléctricas en la región obedece fundamen-
talmente a dos intereses: los de la clase política local y los de la propia compañía.

En primer lugar, los gobiernos locales saben que los barrios poseen tanta población 
que resultan clave en la reelección de los alcaldes y gobernadores, con lo que en sus 
campañas electorales se comprometen a realizar mejoras en las redes de electricidad, 
agua y gas a cambio de votos. Si los servicios públicos estuvieran en buen estado, los 
candidatos electorales perderían una forma de obtener votos, porque no serviría de 
nada ofrecer canalizaciones o postes eléctricos cuando no hay problemas con estas 
instalaciones. El resultado es que se mantienen las deficiencias en los servicios públi-
cos con el fin de perpetuar esta dinámica clientelista que les facilita mantenerse en el 
poder. Para comprobarlo basta con ir a barrios como Ranchería en Riohacha, con la 
misma infraestructura rústica desde hace más de 40 años. 

Por lo que respecta a la compañía, a pesar de que afirma que gracias a ella se está haciendo 
realidad la normalización de unos barrios que históricamente habían quedado en el 
olvido, el hecho es que algunos de ellos ya disponen de una mejora de las redes porque 
previamente se ha encargado la alcaldía de ello y, aún así, no han sido declarados oficial-
mente como normalizados. Aunque sea el gobierno local quien financie y se responsabi-
lice de instalar las redes en buenas condiciones, es la multinacional Unión Fenosa quién 
debe decidir si estas redes cumplen los criterios técnicos para que se declare como barrio 
normalizado, ya que es ella la empresa distribuidora de electricidad. Así las empresas 
Electrocosta y Electricaribe argumentan que existen ciertos detalles técnicos que 
impiden la normalización, como ocurre con los barrios Paz del Río en Montería o Altos 
del Rosario en Sincelejo. Sin embargo, estos detalles podrían solucionarse fácilmente, y 
lo que sucede es que también a la empresa le interesa que haya un ritmo muy lento de 
normalización, ya que, si se completara el proceso, no tendría excusas para asumir la 
gestión de estos barrios empobrecidos. 

Otro problema que parece no tener fin en los barrios subnormales es su elevada 
deuda con el servicio eléctrico, consecuencia de su reducida capacidad económica. La 
presión ejercida por la compañía al Estado para que le solucionara esta deuda dio 
lugar a los subsidios, así que una forma de continuar asegurándose estos ingresos es 
que no se liquide la deuda contraída por los habitantes de los barrios, por lo que sólo 
exige el pago de una parte de la factura y el resto se va sumando a la deuda acumu-
lada, que puede llegar a ser de más de 21 millones de pesos como el caso del barrio 
de Villa Paz, en Montería. 

La subnormalidad eléctrica, un problema que no tiene fi n

abusos han sido contestados por la 
población, llegando incluso a pro-
ducirse agresiones a los suscriptores, 
algunos de los cuales, ante el cariz que 
estaban tomando los acontecimientos, 
decidieron abandonar el cargo.

¿Benefi cio social para la comunidad?

Pero no sólo ha causado enfren-
tamientos dentro de la propia comu-
nidad, también ha perjudicado 
seriamente las organizaciones comu-
nitarias. En principio, los suscriptores 
fueron los líderes sociales de los barrios, 
personas que tenían un cargo importante 
en la organización comunitaria y 
solían pertenecer a las juntas de 
acción comunal, es decir, se trataba 
de personas que habían impulsado las 
movilizaciones y las denuncias. Sin 
embargo, estos líderes, bajo las funciones 
de suscriptor, estaban dando la cara 
por la empresa ante la comunidad. 
Y, lógicamente, el impacto sobre la 
organización social no se hizo esperar. 
Como a algunos suscriptores esto les 

suponía una posibilidad para recibir un 
cierto ingreso que sirviera para aliviar su 
precaria situación, se fueron acercando 
poco a poco a los intereses de la 
empresa. Por esta razón, se produjeron 
tensiones dentro de las comunidades, 
que veían cómo sus representantes les 
volvían a traicionar. De este modo, la 
generalización de la desconfi anza 
eliminaba la posibilidad de que 
existiera una fuerte movilización 
popular para reclamar los derechos 
sociales.

Aún así, sigue habiendo juntas de acción 
comunal que se han mantenido fi rmes 
frente a la empresa. Éste es el caso de 
la de Villa del Mar-La Cangrejera, 
en Barranquilla, cuya presidenta se 
ha negado a fi rmar el convenio para 
instalar un contador comunitario, 
porque eso supondría que sus vecinos 
habrían de pagar por un servicio que 
ya obtienen conectándose —con todos 
los problemas citados— al barrio más 
cercano. Aseguran también que se 
resistirán a efectuar el pago hasta que 
la empresa eléctrica o el ayuntamiento 
les mejore las redes. Pero, en esta 
ocasión, la reacción de Energía Social 
no ha sido tan dialogante como otras 
veces: ha intentado forzar la fi rma del 

convenio a espaldas de la junta, y ha 
tratado de que se instalase el contador 
comunitario mandando a un personal 
armado y encapuchado.

¿Qué son las mipymes?

En la actualidad, tras la renuncia de 
muchos suscriptores y las denuncias 
por las irregularidades producidas en 
el cobro, Energía Social ha cambiado 
de etapa. La empresa ha permitido 
que las personas que asuman la 
recaudación no estén relacionadas con 
la junta de acción comunal, aunque 
todavía deben seguir siendo elegidas 
por la comunidad. Además, aparte 
del suscriptor ha creado las llamadas 
mipymes, las micro, pequeñas y 
medianas empresas que se describían 
en el capítulo sobre las empresas de 
Unión Fenosa en Colombia.

Según la versión ofi cial, a través de estas 
pequeñas compañías, la comunidad 
se hace copartícipe de la gestión y la 
prestación del servicio, a la vez que 
se genera empleo y se incrementa la 
capacidad de pago de la población más 
empobrecida. De nuevo, la compañía 
vende las mipymes como un proyecto 
social en benefi cio de las comunidades, y 
así esta iniciativa se ha generalizado por 
toda la región, hasta el punto de que en 
2006 existían 37 mipymes. Sin embargo, 
el resultado no ha sido tan positivo 
porque realmente las comunidades no 
han sido parte decisoria del proceso; 
antes bien, sólo se han delegado en ellas 
las tareas más confl ictivas, sin ningún 
tipo de relación laboral, ni seguridad, 
ni pensión. Mientras, la comunicación 
que establece Energía Social con las 
mipymes sigue siendo deficitaria, y se 
reduce a la esporádica organización 
de jornadas de formación para 
aumentar el recaudo.

Deuda acumulada en el servicio 
eléctrico de los barrios subnormales.
Autora: Erika González.
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Entre las promesas de la privatización, 
aquella que convencía defi nitivamente 
al Gobierno de Colombia para vender 
sus empresas de servicios públicos a las 
multinacionales era que ya no tendría que 
invertir más dinero en ellas. La realidad 
ha sido exactamente la contraria con las 
empresas de Unión Fenosa en la Costa 
Atlántica, el Estado no tiene los ingresos 
de Unión Fenosa pero tiene que hacerse 
cargo de la mayoritaria población que 
no puede pagar el servicio. De hecho, 
si no llega a ser por la intervención 
del Estado, la mayor parte de la región 
caribeña estaría a oscuras.

7.1. El Estado colombiano como 
fi nanciador del sector eléctrico

En 2002, cuando la oposición de 
la ciudadanía a la multinacional era 
muy fuerte, la empresa Electricaribe 
estuvo a punto de declararse en quie-
bra y la reacción de Unión Fenosa 
no se hizo esperar, puso en marcha 
toda su maquinaria para presionar al 
Estado. Primero, advirtiéndole que 
podía ejercer el principio de libertad 
empresarial para “escoger los sitios y 
las condiciones que pudieran hacer su 
actividad más rentable y productiva”. 
Esta decisión, de cumplirse, hubiera 
dejado sin suministro eléctrico a más 
de 209.000 habitantes de la región15. 
Luego, le reclamó al Gobierno 
colombiano el cumplimiento de las 
condiciones bajo las cuales Unión 
Fenosa aceptó comprar Electrocosta y 
Electricaribe, tal y como le hizo saber 
en una carta el presidente de Unión 
Fenosa en Colombia, José María 
Bustillo Suárez, al Ministro de 
Minas y Energía:

15 Defensoría del Pueblo, «Inadecuada 

prestación del servicio domiciliario de energía 

eléctrica en siete departamentos de la Costa 

Atlántica», Resolución nº 29, Bogotá, 2004.

Después de la ad-
vertencia y la carta 
de demanda, la si-
tuación en la que 
quedaba el Gobierno 
era muy complicada 
y le obligaba a tomar 
alguna decisión.

Inicialmente, llevó a cabo un proceso 
de capitalización junto con la multi-
nacional. Por capitalización se 
entiende el ingreso de dinero a Elec-
trocosta y Electricaribe por parte de sus 
accionistas con el fi n de sacarlas de su 
pésimo estado económico, donde Unión 
Fenosa, como accionista mayoritario, 
tendría que haber invertido una mayor 
cantidad de dinero. Sin embargo, 
mientras el Estado colombiano había 
capitalizado con dinero en efectivo, la 
multinacional evitó el pago directo a 
través de un plan fi nanciero. 

A continuación, planteó un conjunto de 
inversiones públicas para hacer más rentable 
la actividad de Unión Fenosa. Los dos 
tipos de inversiones han sido los subsidios 
y la extensión de la infraestructura:

Subsidios

Subsidio al consumo: Se mantienen 
los subsidios al consumo establecidos 
en la Ley 142. Según esta ley se 
fi nancia parte del consumo básico de 
subsistencia, que se ha establecido en 
2007 en 173 kilovatio hora y en 191 
kilovatio hora en el caso de los barrios 
subnormales. El subsidio consiste en el 
descuento del 50% del consumo básico 

a los usuarios del estrato 1, del 40% a 
los usuarios del estrato 2, y del 15% a 
los usuarios del estrato 316.

FOES: En 2003, cuando crearon el 
califi cativo de Zonas Especiales, también 
crearon el subsidio llamado Fondo 
de Energía Social (FOES). El FOES 
tiene como objeto cubrir una parte del 
coste de la energía consumida y no 
depende del estrato al que se pertenezca. 
Concretamente, supone una fi nanciación 
del 16% en la factura en el caso de que el 
servicio lo preste Electrocosta y del 18% 
si es Electricaribe.
 
Aunque se insista desde el Gobierno 
en que “los benefi ciarios del FOES 
son los usuarios ubicados en las Zonas 
Especiales”, la realidad es que estos fondos 
se transfi rieron íntegramente a las com- 
pañías eléctricas. Y, en especial, a las de la 
Costa Atlántica, que concentraron el 77% 
de los mismos en 2004 y el 65% en 2005, 
según datos de la Defensoría del Pueblo y 
el Ministerio de Minas y Energía.

16 La estratifi cación de los domicilios de 

cada municipio está a cargo del alcalde, con 

la asesoría del Comité de Estratifi cación y 

siguiendo orientaciones del Departamento 

Nacional de Planeación.

7. LOS FAVORES DEL 

GOBIERNO COLOMBIANO A 

LA MULTINACIONAL

Amenazas de 
Unión Fenosa al 
Gobierno de Álvaro 
Uribe en 2003.
Fuente: 
Gustavo Petro.
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 1
EPSA no cumple el artículo 74 de la Ley 143 eléctrica de 1994 y lleva a cabo todas las actividades del servicio eléctrico: 
generación, transmisión, distribución y comercialización.

La Resolución 120 de la Creg establece una forma diferente de dar electricidad a los llamados barrios subnormales, quitando 

la responsabilidad del buen servicio eléctrico a la multinacional y dejándola en manos del gobierno local.

La autoridad ambiental del Valle del Cauca, la Corporación Autónoma Regional del Valle del Cauca, se declara impedida para 
evaluar los daños del vertido de lodos de Anchicayá porque tiene intereses económicos en la empresa de Unión Fenosa.

El Gobierno de Álvaro Uribe aprueba las leyes que permiten que Unión Fenosa se desentienda de más poblaciones. Éstas 
se definieron como Zonas Especiales y representan las áreas menos rentables (áreas rurales más pobres, las zonas con 
mayor resistencia al pago y los barrios subnormales). En ellas los únicos encargados de mantener, ampliar y mejorar las 
redes eléctricas y el suministro son el Estado y la población. Las leyes son Ley 812 y 3735.

Las mismas leyes 812 y 3735 establecen un nuevo subsidio al consumo llamado Fondo de Energía Social y aumenta las 
inversiones públicas en la infraestructura eléctrica de las zonas especiales.

Durante el período en el que Unión Fenosa y el Estado tuvieron que ingresar dinero en las empresas, el Estado lo 
hizo con dinero en efectivo y la multinacional utilizó su habilidad financiera para evitar el pago directo.

 2005 

Varias resoluciones del Ministerio de Ambiente, Vivienda y Desarrollo Territorial revocan parte de la responsabilidad de 
EPSA en el vertido de Anchicayá.

La Superintendencia de Servicios Públicos propone la creación de micro, pequeñas y medianas empresas para la gestión de la venta 
de electricidad en las zonas especiales. El Estado financia parte de esta iniciativa de la que se beneficia la multinacional.

El Gobierno de Álvaro Uribe modifica la ley de las pensiones para eliminar la responsabilidad de las compañías privadas 
en el pago de estas pensiones. La modificación se recoge en el Acto Legislativo 01 del 22 de julio de 2005, llamada 
Reforma Pensional.

La Comisión Reguladora de la Energía y el Gas aprueba un decreto que autorizaba a una subida de tarifas eléctricas tras dos 
años de presión por parte de la multinacional Unión Fenosa. El decreto, aunque es aprobado en 2005, se extiende a 2003, cuando 
lo solicitó la transnacional. Se trata del Decreto 3860 de 2005.

 8 9 9

Inversiones públicas a la infraestructura

Programa de Normalización de 
Redes Eléctricas (PRONE): Se 
puso en marcha con el objetivo de 
servir para la construcción de redes 
eléctricas adecuadas en los barrios 
subnormales, y el presupuesto para 
su ejecución procede enteramente del 
Estado colombiano. El departamento 
de Atlántico ha sido el mayor 
destinatario de los fondos del 
PRONE, ya que recibió el 63,6% del 
total de estos subsidios en 2004.

Fondo de Apoyo Financiero para la 
Energización de las Zonas Rurales 
Interconectadas (FAER): Ha sido utili-
zado para fi nanciar planes, programas 
y proyectos para la construcción de la 
nueva infraestructura eléctrica en las 
zonas rurales. De los departamentos 
de la Costa Atlántica, cuatro de ellos 
(Córdoba, Bolívar, Cesar y Magdalena) 
recibieron estos fondos en 2004 y 2005.

En total, se calcula que, desde el año 2003 
al primer semestre de 2005, las empresas 
han recibido 450.000 millones de pesos a 
través de estas subvenciones encubiertas. 

7.2. La adaptación de la ley a las 
exigencias de la multinacional

El Estado no sólo ha salvado a las 
compañías privadas cuando éstas no 
podían hacer frente a su situación 
económica, también les ha favo-
recido en las decisiones políticas y 
cambios legislativos que mejoran sus 
condiciones de actividad. Para verlo 
más claramente sólo hace falta hacer 
una revisión cronológica de las leyes 
aprobadas y el incumplimiento de la 
compañía de la legislación:

Derecho a un servicio eficiente y continuo

Cada municipio del país tiene el deber de asegurar a todos los habitantes de su región la prestación eficiente y conti-
nua de los servicios públicos domiciliarios de acueducto, alcantarillado, aseo, energía eléctrica, gas combustible y 
telefonía pública.

La obligación principal de las empresas es la prestación continua de un servicio de buena calidad, es decir, se deben prestar 
sin interrupción y sin racionamientos hasta donde los recursos económicos lo permitan. Si la empresa incumple la prestación 
continua del servicio, habrá una “falla en la prestación del servicio” y el usuario o suscriptor del servicio tiene derecho a:

Indemnización por perjuicios por cada día de falla del servicio y pago de los gastos en que haya incurrido.

Un descuento por falla en los servicios de acueducto, alcantarillado o energía, que se aplica según la duración de la falla.

El no cobro por concepto de cargo fijo si un servicio es suspendido por más de 15 días dentro de un mismo 
período de facturación.

El cobro de los consumos realizados.

Todo usuario de los servicios públicos domiciliarios tiene derecho a que se le cobre una tarifa proporcional al consumo 
y ella debe reflejar los costos económicos que implica la prestación del servicio.

Derecho a tarifas proporcionales

Cada municipio del país tiene el deber de asegurar a todos los habitantes de su región la prestación eficiente y conti-
nua de los servicios públicos domiciliarios de acueducto, alcantarillado, aseo, energía eléctrica, gas combustible y 
telefonía pública.

Derecho a participar en la gestión y control de las empresas

Por iniciativa de los usuarios, suscriptores y suscriptores potenciales de cada municipio, se pueden conformar 
“Comités de Desarrollo y Control Social de los Servicios Públicos Domiciliarios”. Cada Comité elige su Vocal de 
Control para que los represente ante las empresas y las autoridades nacionales en relación con los servicios públicos 
domiciliarios. Su función principal es participar en la gestión de las empresas que prestan los servicios públicos 
domiciliarios en el municipio respectivo y cumplir una labor de fiscalización sobre las mismas. La labor de los 
Vocales de Control hacia los usuarios es fundamentalmente:  

A lo largo del cuaderno hemos docu-
mentado la realidad de Unión Fenosa más 
allá de su publicidad, hemos hecho una 
revisión a los impactos que ha tenido su 
actividad en Colombia, y también cómo la 
población se ha organizado para dar una 
respuesta ante esta realidad. El resultado 
que han conseguido ha sido la mejora 
relativa en las condiciones en las que se 
presta electricidad en la Costa Atlántica, 

así como el hecho de que Unión Fenosa 
siga obligada a responder ante los impactos 
ambientales de sus represas hidroeléctricas.

A pesar de su labor, existe una parte 
importante de la población que no sabe 
cuáles son sus derechos como usuario y 
usuaria de un servicio público como la 
electricidad, y tampoco sabe qué recursos 
tienen a su alcance para denunciar a la 

compañía, qué instituciones públicas 
existen para su defensa como ciudadano 
o en qué organizaciones y redes sociales 
se puede participar para denunciar los 
abusos de una multinacional como Unión 
Fenosa. Por esta razón, y con el objetivo 
de aportar toda la información posible 
para elaborar una herramienta de defensa 
de la ciudadanía, veíamos fundamental 
incorporar estos aspectos. 

8. LA DEFENSA DE LOS 

DERECHOS DE LA 

CIUDADANÍA

Relación de los derechos más importantes de los usuarios y usuarias de los servicios públicos.
Red Caribe de Usuarios de Servicios Públicos
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Informarles, defenderlos y hacer cumplir sus derechos y deberes en materia de servicios públicos domiciliarios.

Recibir informes de los usuarios sobre el funcionamiento de las empresas de servicios públicos y promover los
correctivos pertinentes.

También es importante conocer la existencia de los Comités o Juntas de Veeduría: creadas por las organi-
zaciones de ciudadanos para fiscalizar la prestación de los servicios públicos locales, su gestión y sus resultados
(Ley 134 de 1994).

Derecho a presentar peticiones, quejas y reclamos

Todo suscriptor o usuario tiene derecho a presentar peticiones, quejas y reclamos ante las empresas prestadoras de servi-
cios públicos domiciliarios, con relación a la prestación del servicio o la ejecución del contrato de servicios públicos.
Estas empresas, por su parte, tienen la obligación de tener una oficina de peticiones, quejas y reclamos para recibir,
atender, tramitar y responder las solicitudes que presenten los usuarios, los suscriptores y suscriptores potenciales en
relación con el servicio que se preste. De acuerdo con el caso, el suscriptor o usuario puede presentar:

Toda petición, queja o reclamo debe dirigirse a la empresa y describir de forma precisa y clara los motivos de la
solicitud, así como lo que se está solicitando. Al recibir la solicitud, ya sea en forma verbal o escrita, la empresa debe
dar al usuario el número bajo el cual quedó radicada.

Una vez presentada la petición o la queja, la empresa debe responder dentro de los 15 días hábiles siguientes, salvo
que se demuestre que la demora fue por culpa del reclamante o que hubo que practicar pruebas. Si pasa este término
sin respuesta, se entenderá que el reclamo fue resuelto de manera favorable para el usuario. La empresa entonces
debe reconocer los efectos favorables dentro de las 72 horas siguientes al vencimiento del término, a solicitud del
usuario. Si la empresa no hace ese reconocimiento, el usuario puede acudir a la Superintendencia de Servicios Públi-
cos mediante un oficio, para que ésta a su vez inicie las investigaciones correspondientes.

Derecho a presentar recursos de reposición o apelación

El recurso lo presenta el suscriptor o usuario, para que la empresa que presta el servicio público revise una decisión
relacionada con la prestación del servicio o con la ejecución del contrato. Se puede presentar un recurso de reposición
ante la empresa por los siguientes motivos:

Negativa a celebrar el contrato de prestación del servicio.

Suspensión de la prestación del servicio.

Término de la prestación del servicio.

Decisión desfavorable ante la queja sobre la facturación del servicio.

Peticiones: Una petición es cualquier solicitud que le haga el suscriptor o usuario al prestador del servicio público.

Quejas: El suscriptor o usuario puede quejarse por la forma y condiciones en que se le ha prestado el servicio o por
la actuación de algún funcionario de la empresa de servicios públicos.

Reclamos: Un reclamo es una solicitud para que la empresa revise la facturación del servicio.Ninguna empresa de servi-
cios públicos puede exigir la cancelación de la factura como requisito para atender un reclamo relacionado con ésta.

Los recursos deben presentarse dentro de los 5 días siguientes a la fecha en que el reclamante conoció la decisión. Para
presentar recursos no se requiere intervención de abogado, ni presentación personal.

Las empresas tienen el deber de informar sobre los recursos que proceden en cada caso, así como del plazo para presen-
tarlos y de facilitar formatos a los usuarios para su presentación.

Al presentar un recurso de reposición se debe expresar explícitamente que también se presenta un recurso de apelación 
ante la Superintendencia de Servicios Públicos Domiciliarios. Esto significa que si la empresa decide el recurso de 
manera desfavorable para el usuario, automáticamente se traslada la solicitud a la Superintendencia de Servicios Públi-
cos Domiciliarios para que analice los antecedentes y tome la decisión. 

La realización de un recurso de reposición y apelación requiere que el usuario presente un escrito con el 
siguiente contenido: 

El detalle de los hechos y documentos en los que se basa la solicitud de recurso.

La petición que se hace con ese recurso de reposición, por ejemplo la anulación de una sanción.

Los fundamentos de derecho, es decir, las leyes que cubren la solicitud de reposición.

Las fotocopias de las pruebas y documentos que utiliza la persona del recurso para defender su posición.

Los usuarios tienen derecho a solicitar y obtener de los prestadores de servicios públicos domiciliarios información 
completa, precisa, y oportuna sobre todas las actividades y operaciones que se realicen para la prestación de los 
servicios públicos (siempre y cuando no se trate de información reservada).

Las empresas no pueden cobrar por proporcionar a los usuarios la información general que soliciten.

Derecho a la información

Recurso de reposición y apelación ante la Superintendencia.

Fuente: Red Caribe de Usuarios de Servicios Públicos.
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8.1. Instituciones públicas a las 
que acudir

Aunque el Estado haya dejado de gestionar 
el servicio público eléctrico, sigue obligado 
a cumplir una serie de actividades para 
asegurar su buen funcionamiento y el 
respeto de los derechos de los usuarios. 
Entre sus obligaciones está la de regular 
la actividad mediante leyes, crear las 
instituciones adecuadas para supervisar la 
actividad de las empresas y hacerles cumplir 
con la normativa existente. También 
debe crear y mantener organismos que 
se responsabilicen de la defensa de estos 
derechos. A continuación exponemos las 
instituciones a las que puede acudir la 
población con sus denuncias y reclamos:

Superintendencia de Servicios 
Públicos Domiciliarios

Es un organismo de carácter técnico. 
Creado por la Constitución de 1991 para 
que ejerza el control, la inspección y la 
vigilancia de las entidades prestadoras de 
servicios públicos domiciliarios. Entre sus 
funciones está certifi car la estratifi cación 
de la población realizada por las alcaldías, 
resolver recursos de apelación que in-
terpongan suscriptores y usuarios, pro-
porcionar la orientación y el apoyo téc-
nico necesarios para la promoción de 
la participación de la comunidad en las 
tareas de vigilancia y control. 

Esta institución puede sancionar a 
las empresas de servicios públicos 
cuando no cumplan las normas a que 
están obligadas.

Procuraduría General de la Nación

Es la entidad que representa a los 
ciudadanos ante el Estado. Es el máximo 
organismo del Ministerio Público, con-
formado además por la Defensoría del 
Pueblo y la Personería. 

La Procuraduría General de la Nación 
es la encargada de iniciar, adelantar y 
fallar las investigaciones que, por faltas 
disciplinarias, se adelanten contra los 
servidores públicos y contra los particulares 

que ejercen funciones públicas o manejan 
dineros del Estado. También debe vigilar 
el correcto funcionamiento de la función 
pública para garantizar la protección de 
los derechos humanos.

La Procuraduría puede intervenir ante 
las diferentes instancias de las jurisdicciones 
penal, penal militar, civil, ambiental y 
agraria, de familia, laboral, ante el Consejo 
Superior de la Judicatura y las autoridades 
administrativas y de policía.

Personería municipal

Es un ente que debe representar a la 
comunidad ante la administración 
municipal. Sus funciones son ejercer, 
vigilar y controlar la gestión municipal, 

velar por la promoción y protección 
de los derechos humanos, vigilar el 
debido proceso, la conservación del 
medio ambiente, el patrimonio pú-
blico y la prestación efi ciente de los 
servicios públicos.

Defensoría del Pueblo

Es un servicio público gratuito 
que presta el Estado a través de la 
Defensoría del Pueblo, mediante 
el cual se proporciona un defensor 
gratuito para asumir la representación 
judicial, o extrajudicial, a las personas 
que se encuentran en imposibilidad 
económica o social para contratar la 
defensa de sus derechos. Se puede 
acceder a un defensor público a través de 

Direcciones regionales de la Procuradurías

Procurador Regional en Atlántico

Barranquilla

Cra. 41 No 58-10 

Tel. 3401313 

E-mail: 

regional.atlantico@procuraduria.gov.co

Procurador Regional en Bolívar

Cartagena

Centro, Cl. de la Chichería No. 38-68

Tel. 6643898

E-mail:

regional.bolivar@procuraduria.gov.co

Procurador Regional en Cesar

Valledupar

Cl. 16 No. 9-30 Piso 6º

Tel. 5745826

E-mail:

regional.cesar@procuraduria.gov.co 

Procurador Regional en Córdoba

Montería

Clle. 25 N° 6 - 81

Tel. 7823127

E-mail: 

regional.cordoba@procuraduria.gov.co

Procurador Regional en La Guajira

Riohacha 

Cra. 15 No. 14C-80

Tel. 7272290

E-mail: 

regional.guajira@procuraduria.gov.co

Procurador Regional en Magdalena

Santa Marta

Cl. 15 No. 3-25 P. 9 Edif. B.C.H

Tel. 4213782

E-mail: 

regional.magdalena@procuraduria.gov.co

Procurador Regional en Sucre

Sincelejo

Cl. 22 No. 16-20

Tel. 2821054

E-mail: 

regional.sucre@procuraduria.gov.co 

Procurador Regional  Valle del Cauca

Cali

Cra. 9 No. 8-56 Edif. 99 P. 3

Tel. 8881162

E-mail:

regional.valle@procuraduria.gov.co 

las Defensorías Regionales o Seccionales, 
Personerías Municipales y Centros de 
Atención Judicial, entre otros.

Entre las obligaciones de un Defensor 
Público está la verifi cación del respeto 
de los derechos humanos, así como el 
cumplimiento de las garantías judi-
ciales por parte de las autoridades en 
los procesos a su cargo. Y, en caso de 

violación, ha de interponer los recursos, 
tutelas o acciones de cumplimiento que 
estime oportunas.

8.2. Redes y organizaciones sociales

Quienes han hecho posible el manteni-
miento de la respuesta organizada de la 
población a los impactos de la multi-
nacional Unión Fenosa son personas y 

organizaciones que mediante un trabajo 
constante y valiente han extendido una 
visión crítica de la realidad que imponen 
los intereses corporativos. Todas ellas 
tienen una valiosa labor en la difusión 
de información, en el fortalecimiento de 
redes sociales y en la formación de líderes 
y líderesas, fundamental para la defensa 
de los derechos de la ciudadanía frente a 
la multinacional española.

Queremos hacer referencia a algunas de 
ellas con presencia regional y nacional, 
con el riesgo, y la disculpa de antemano, 
de omitir en esta referencia a múltiples 
entidades de carácter local que asumen 
una posición crítica sobre la actividad de 
Unión Fenosa y son igualmente valiosas.

Dirección Territorial Norte

Barranquilla

Carrera 59 N. 75-134 

Tel. 3 681907

E-mail:

dtnorte@superservicios.gov.co

Dirección Territorial Sur Occidente

Cali

Calle 26 Norte 6 Bis 19 

Tel. 6 672741 

E-mail:

dtsuroccidente@superservicios.gov.co

Direcciones territoriales de la Superintendencia 
de Servicios Públicos Domiciliarios

Atlántico - Regional

Barranquilla

Calle 66 No. 50 – 97

Teléfono: (0*5) 3606357

E-mail: 

atlantico@defensoria.org.co

Bolívar - Regional

Cartagena

Centro Calle Quero N° 9 - 54 

Piso 2° Barrio San Diego

Teléfono: (0*5) 6642755

E-mail:

 bolivar@defensoria.org.co

Cesar - Seccional

Valledupar

Calle 14 No. 15 - 56

Tel: (0*5) 5708331 

E-mail: 

cesar@defensoria.org.co

Córdoba - Regional

Montería

Calle 28 No. 3 - 39 Piso 1

Tel: (0*4) 7822357 - 7814696

E-mail:

cordoba@defensoria.org.co

La Guajira - Seccional

Riohacha

Carrera 15 Av. Los Estudiantes No 14 - 20

Tel: (0*5) 7280535 

E-mail: 

guajira@defensoria.org.co

Magdalena - Regional

Santa Marta

Carrera 5 No. 24 - 43 Local 1

Teléfono: (0*5) 4231854 

E-mail: 

magdalena@defensoria.org.co

Sucre - Seccional

Sincelejo

Carrera 17 No. 20 - 74 

Teléfono: (0*5) 2822743 

E-mail: sucre@defensoria.org.co

Valle del Cauca – Regional

Cali

Calle 11 No. 60 - 50 - Barrio Santa Anita

Tel: (0*2) 3307537

E-mail: 

valle@defensoria.org.co

Oficinas principales de la Defensoría
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Atarraya Nacional en Defensa del Agua y la Energía: dentro de la multitud de grupos de la Atarraya, está la Red Caribe 

de Usuarios de Servicios Públicos, cuyo contacto es: redcaribedeusuarios@hotmail.com También forma parte de la 

Atarraya la organización ambientalista Censat Agua Viva. Tienen un página en internet: http://www.censat.org/ y una 

dirección de correo donde contactar: todos@censat.org 

Liga Nacional de Usuarios de Servicios Públicos Domiciliarios: la Liga y la mayor parte de las organizaciones en 

defensa del usuario se coordinan en la Unión Nacional de Usuarios

Sindicato de los Trabajadores de la Electricidad en Colombia (Sintraelecol): especialmente hay que reseñar la subdirec-

tiva de Bolívar y del Valle del Cauca. Tienen también una página web donde leer sus comunicados y denuncias: 

http://www.sintraelecol.org y se puede contactar con ellos a través de su dirección de correo electrónico: 

juntasdirectivas@sintraelecolvalle.org y sintraelebol@yahoo.es

La Central Unitaria de Trabajadores (CUT): su página en internet es:  http://www.cut.org.co/ y la dirección de correo 

electrónico a la que dirigirse es: cutbolivar@gmail.com

La Campaña Prohibido Olvidar: dentro de las organizaciones que forman parte de la Campaña, quisiéramos destacar 

la Asociación para la Investigación y la Acción Social Nomadesc. La dirección de correo electrónico donde contactar 

es: dhprohibidolvidar@yahoo.com. También querríamos destacar a la Fundación Comité de Solidaridad con los Presos 

Políticos seccional Valle del Cauca. Se puede consultar más información en su página web: 

http://csppvalle.wordpress.com/ y su dirección de correo electrónico de contacto es: csppvalle2@yahoo.es

Asociación Campesina del Centro del Valle (ACACEVA)

Comité Interétnico de los municipios de Suárez, Buenos Aires y Morales

El Proceso de Comunidades Negras de Colombia (PCN): 

la página web donde puede conocerse esta red es: www.renacientes.org/ 

El Consejo Regional Indígena del Cauca (CRIC): su dirección de correo electrónico de contacto es: cric@emtel.net.co 


